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ACCION DE REPARACION DIRECTA - Condena. Caso de artefacto explosivo detonado en establecimiento de comercio denominado La Vecina en el municipio de Puerto Carreó, Vichada

RIESGO EXCEPCIONAL - Ataque guerrillero contra objetivo militar del Estado, contra integrantes del Ejército Nacional / RIESGO EXCEPCIONAL - El riesgo se incrementó por la fuerza pública: Se generó daño antijurídico a la población civil y a sus bienes / DAÑO ANTIJURÍDICO - Por título de imputación de riesgo excepcional. Presencia de fuerzas armadas legítimas en población civil: En establecimiento de comercio
Considera la Sala que de conformidad con el material probatorio obrante en el expediente se puede establecer, sin asomo de duda, que el acto terrorista perpetrado por las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia estaba dirigido específicamente contra unas personas claramente identificables como representantes de las fuerzas del Estado, en el marco del conflicto armado interno (…) [además,] (…) advierte que el ataque (…) sí estaba dirigido contra objetivos que claramente corresponden a representantes de las fuerzas armadas del Estado colombiano, en particular, contra los infantes de marina que se encontraban departiendo en el establecimiento de comercio La Vecina (…). [Así, en] estas condiciones, es palmario que fue la presencia de los infantes de marina que se encontraban en el establecimiento La Vecina la circunstancia que puso a los allí presentes, en general, y a los demandantes, en particular, en una situación de riesgo excepcional. Si bien no se desconoce que contar con la presencia de agentes de la fuerza pública resulta necesario para el cumplimiento de las funciones legales y constitucionales del Estado, aquello no significa que se deba desconocer que dadas las condiciones de seguridad imperantes en la zona, la presencia de los uniformados generó un riesgo de naturaleza excepcional que, al materializarse y ocasionar a los actores un daño antijurídico, debe ser indemnizado (…), en conclusión, a pesar de que no se configura en este caso una falla del servicio, corresponde a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional reparar los daños sufridos por (…) [los demandantes], con ocasión del ataque perpetrado por insurgentes dentro del establecimiento de comercio La Vecina, el 30 de marzo del 2002. Ello en razón a que el daño reviste el carácter de antijurídico y es imputable jurídicamente a la administración porque estuvo dirigido contra un objetivo claramente identificable como Estado, en el marco del conflicto armado interno y supuso la materialización de un riesgo de naturaleza excepcional.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR DAÑO ESPECIAL - Régimen de responsabilidad Estatal / RIESGO EXCEPCIONAL - En la modalidad de riesgo conflicto / DAÑO A LA SALUD - Disminución de capacidad auditiva / FOTOGRAFIAS - Valor probatorio / FALLA EN EL SERVICIO DE SEGURIDAD - No se configuró / RECONOCIMIENTO DE PERJUICIOS MATERIALES EN LA MODALIDAD DE LUCRO CESANTE - Actualización de rente / LUCRO CESANTE CONSOLIDADO - Fórmula actuarial

MODALIDADES DE RIESGO - En procesos de responsabilidad patrimonial del Estado: Riesgo peligro, riesgo beneficio, riesgo álea / RIESGO - Tipos

La jurisprudencia ha definido tres modalidades básicas de responsabilidad por riesgo: el riesgo-peligro; el riesgo-beneficio y el riesgo-álea.

MODALIDAD O TIPO DE RIESGO DERIVADO DE ATAQUE GUERRILLERO - A bienes o instalaciones del Estado: Nueva categoría / CONFLICTO ARMADO - Riesgo
Los casos que involucran daños derivados de ataques guerrilleros a bienes o instalaciones del Estado, plantean una nueva categoría de riesgo, que no encaja dentro de las anteriores, y que se deriva de la confrontación armada que surge de la disputa por el control del territorio y el monopolio del uso de la fuerza. Esta categoría de riesgo, que podría denominarse riesgo-conflicto, surge del reconocimiento de que, dada la situación de conflicto armado, el cumplimiento de ciertos deberes legales y constitucionales genera para la población civil un riesgo de naturaleza excepcional en la medida en que la pone en peligro de sufrir los efectos de los ataques armados que los grupos guerrilleros dirigen contra los agentes, bienes e instalaciones que sirven como medio para el cumplimiento de esos deberes y el desarrollo de dichas actividades.

DAÑO A LA SALUD - Reconoce 30 smlmv
La Sala considera razonable reconocer en el caso concreto la suma equivalente a 30 salarios mínimos legales mensuales vigentes para el demandante Hernando Martínez Novoa, teniendo en cuenta que si bien él sufrió hipoacustia bilateral con ocasión de la explosión del artefacto explosivo, no está acreditado que la misma fuera severa ni que sus efectos hubieren continuado más, (…) [por esto,] la Sala considera pertinente aclarar que esta categoría de perjuicio inmaterial fue modificada a partir de la sentencia de Sección Tercera del 14 de septiembre de 2011, en la medida en que se adoptó el llamado daño a la salud.
RECONOCIMIENTO DE PERJUICIOS MORALES POR LESIONES - Ataque guerrillero

NIEGA RECONOCIMIENTO DE PERJUICIOS MORALES POR AFECTACIÓN A BIENES INMUEBLES - Ataque guerrillero. No se demostró grado de afectación moral o aflicción por pérdida de bienes
En lo que tiene que ver con los perjuicios morales solicitados por la destrucción del inmueble de propiedad del señor (…), así como del establecimiento de comercio La Vecina, que allí funcionaba, se recuerda que si bien la jurisprudencia de esta Corporación ha aceptado la posibilidad de que se causen a las personas perjuicios de esta índole derivados de la pérdida de bienes de carácter patrimonial, también ha indicado que aquellos deben estar plenamente acreditados en el expediente, pues no se presumen (…). Pues bien, considera la Sala que la parte demandante no acreditó suficientemente que se hayan causado dichos perjuicios. En consecuencia, no se accederá a las referidas pretensiones, teniendo en cuenta que probar dichos hechos era una carga que se encontraba en cabeza de los actores, según lo establece el artículo 177 del C.P.C.
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Actor: HERNANDO MARTINEZ NOVOA Y OTROS
Demandado: NACION-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-POLICIA NACIONAL
Referencia: ACCION DE REPARACION DIRECTA (APELACION SENTENCIA)
Corresponde a la Sala decidir el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia de 15 de abril de 2009, proferida por el Tribunal Administrativo del Meta, por medio de la cual se denegaron las pretensiones de la demanda, la cual será revocada.

SÍNTESIS DEL CASO

El 30 de marzo de 2002, a las 11:15 p.m., las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia detonaron un artefacto explosivo en el municipio de Puerto Carreño que destruyó el inmueble identificado con el número de matrícula inmobiliaria 540-0000548, así como el establecimiento de comercio La Vecina, bienes que eran propiedad del señor Hernando Martínez Novoa. El atentado terrorista también le produjo al señor Martínez un trauma ótico con disminución de la agudeza auditiva.

ANTECEDENTES
I. Lo que se demanda

1. Mediante escrito presentado el 21 de noviembre de 2002 ante el Tribunal Administrativo del Meta, los señores Hernando Martínez Novoa y Fabriciana Meléndez Olivo, en nombre propio y en representación de sus hijos menores Alan Andrés Felipe Martínez Meléndez y All Erick Frank Martínez Meléndez, presentaron demanda en ejercicio de la acción de reparación directa contra la Nación-Ministerio de Defensa Nacional, Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional y el departamento de Vichada, con el fin de que se hicieran las siguientes declaraciones y condenas (f. 5-42, c. 1):

A.- DECLARACIONES.-

Se declare administrativamente responsable a LA NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL-DEPARTAMENTO DEL VICHADA, solidariamente, de lo siguiente: 1º.- De los perjuicios morales y fisiológicos o goce de la vida, causados a HENANDO MARTÍNEZ NOVOA.

2º.- De los perjuicios materiales, daño emergente y lucro cesante, como morales, ocasionados por la pérdida o destrucción de los siguientes bienes: 2º.- A.- Inmueble, con matrícula inmobiliaria No. 540-0000548, cédula catastral No. 01-00-0018-0004-000. 2º.- B.- Establecimiento de comercio, denominado “La Vecina”, con matrícula mercantil No. 77785, bienes ubicados en la carrera 9 No. 18-44, en Puerto Carreño, de propiedad del actor HERNANDO MARTÍNEZ NOVOA que usufructuaba con su compañera permanente e hijos a relacionados como actores. Hechos ocurridos como consecuencia [de] que grupos armados al margen de la ley, ubican y activan una carga explosiva dirigida contra miembros de la Fuerza Pública, Ejército, Armada y Policía Nacional, que se encontraban dentro del referido inmueble y establecimiento comercial y sucedieron el día 30 de marzo del año 2.002, en Puerto Carreño, Vichada.

B.- CONDENAS.-

Como consecuencia de haberse declarado administrativamente responsable a LA NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL-DEPARTAMENTO DEL VICHADA, solidariamente, de las lesiones con secuelas permanentes causadas a HERNANDO MARTÍNEZ NOVOA, como de las (sic) destrucción y pérdida del citado bien inmueble y establecimiento comercial ya relacionados, se CONDENE a LA NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL-DEPARTAMENTO DEL VICHADA, solidariamente, a pagar a los actores o quien sus derechos represente, los perjuicios morales, fisiológicos y materiales que paso a solicitar, así:

B.-1º.- DAÑO SUBJETIVO O PERJUICIO MORAL

PERJUICIOS MORALES PRINCIPALES.-

ÚNICO NÚCLEO FAMILIAR.- Para cada uno de los actores, se condene solidariamente a pagar a las entidades demandadas, la suma de doscientos cincuenta (250) salarios mínimos legales vigentes para la fecha de ejecutoria de la providencia, por las siguientes alteraciones morales: A.- Por la angustia y dolor por las lesiones causadas a HERNANDO MARTÍNEZ NOVOA. B.- Por el sufrimiento padecido como consecuencia de la destrucción y pérdida del bien inmueble como del establecimiento de comercio “La Vecina” adquirido en la sociedad de hecho y fuente de apoyo patrimonial del citado núcleo familiar. Total 1000 salarios mínimos para los (4) actores.

PERJUICIOS MORALES SUBSIDIARIOS.-

Si la condena por orden legal o de jurisprudencia no se pudiera efectuar en salarios mínimos legales vigentes, conforme lo solicitado, en subsidio reclamo para todos los actores, siempre y cuando supere el valor de los salarios mínimos antes solicitados, que el pago del perjuicio moral se efectúe en la suma de dinero o equivalente más alto que a la fecha de la providencia esté condenando el Honorable Consejo de Estado.

B.- 2º.- PERJUICIO FISIOLÓGICO O GOCE DE LA VIDA.-

El perjuicio fisiológico lo tazo (sic) en la cantidad de 200 salarios mínimos legales mensuales vigentes para la fecha de ejecutoria de la providencia, por haber sufrido el señor HERNANDO MARTÍNEZ NOVOA, heridas de consideración que le han dejado defectos estéticos y disminución bilateral de la agudeza auditiva.

B.- 3º.- DAÑO OBJETIVO O PERJUICIO MATERIAL.

ÚNICO NÚCLEO FAMILIAR.-

1º.- DAÑO EMERGENTE.- A.- Por la destrucción, producto de la explosión de la propiedad, posesión y mejoras del inmueble con matrícula inmobiliaria No. 540-0000548; la suma de $120.000.000,00 de pesos. B.- Por la destrucción del establecimiento de comercio “La Vecina”, muebles, enseres y electrodomésticos; la suma de $80.000.000,00 de pesos. Total daño emergente $200.000.000,00 de pesos, a la fecha de los hechos.

2º.- LUCRO CESANTE.- A la fecha de la demanda en $420.000.000,00 de pesos. Lo anterior, porque la utilidad o renta presuntiva del inmueble citado; como por las ventas, deducciones y ganancia que producía el establecimiento de comercio relacionado; entregaban utilidad neta mensual sin actualizar o incrementos de próximos años. Además debe tenerse en cuenta la mora, 8 años en promedio para dictar sentencia de segunda instancia.

Total daño emergente y lucro cesante $620.000.000,00 de pesos (resaltado del texto).

(…)

2. En apoyo de sus pretensiones, en la demanda se indicó que los demandantes se encontraban afincados desde hace 20 años en la ciudad de Puerto Carreño, en donde habían adquirido un inmueble ubicado en la carrera 9 n.º 18-44, que colindaba con las dependencias de la gobernación del Vichada en donde, a su vez, habían instalado un establecimiento de comercio denominado “La Vecina”, dedicado a la venta de gaseosas, cafetería, bar y discoteca.
3. El 30 de marzo de 2002, en el perímetro urbano de la ciudad de Puerto Carreño, un grupo subversivo realizó un atentado terrorista en contra de integrantes de la Fuerza Pública que se encontraban departiendo dentro del establecimiento de comercio La Vecina, mediante la activación de una carga explosiva que le causó la muerte a los uniformados Juan Ignacio Soto Soto y Marcos Montoya Zapata e hirió a los agentes Jorge Emilio Miranda Pineda, Jhon Jairo Payares Olivares, Álex Pavón Otero, Ospina Salamanca y Steven Valiente Rodríguez.

4. Por la explosión el señor Hernando Martínez Novoa resultó lesionado por la perforación de sus tímpanos derecho e izquierdo. Por su parte, el inmueble y el establecimiento de comercio La Vecina quedaron completamente destruidos. Para su reconstrucción y adecuación tuvo que invertir las sumas de ciento dieciséis millones quinientos veintitrés mil quinientos pesos ($ 116 523 500) y sesenta y dos millones seiscientos noventa y ocho mil pesos ($ 62 698 000), respectivamente.

5. En opinión de la parte actora, el Estado es responsable por los daños causados, teniendo en cuenta que “[e]l acto terrorista es producto de la guerra que vive el estado con grupos al margen de la ley; por ello atacan la Fuerza Pública cuya función en la carta política es la defensa de la soberanía y el orden constitucional (…). El atentado terrorista tenía como fin exclusivo atacar y causar perjuicios a los miembros de la Fuerza Pública, Ejército, Armada y Policía Nacional que se encontraban dentro del establecimiento comercial “La Vecina” (…) La omisión y negligencia de los uniformados, a sabiendas o pleno conocimiento que sufren permanentemente atentados, de no disponer de personal de protección y seguridad, para que se ejerciera la real y permanente vigilancia y seguridad en sector céntrico”. Por ello, concluyó que esa circunstancia constituyó una “(…) FALLA EN EL SERVICIO; entre ellas la desigualdad de la carga pública o daño especial” (resaltado del texto).

II. Trámite procesal

6. Mediante auto del 17 de febrero de 2003, el Tribunal Administrativo del Meta admitió la demanda de reparación directa incoada en contra de la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional, ordenando que fuera notificada la ministra de defensa, por conducto del jefe de estado mayor de la Cuarta División del Ejército Nacional y el director de la Policía Nacional, por intermedio del comandante de policía del departamento del Meta. De otro lado, consideró que no era procedente admitir como demandado al departamento del Vichada, comoquiera que era necesario que quien se citara hubiera participado en la conformación del hecho, sin que tal circunstancia hubiere acontecido en el caso concreto (f. 85-88, c. 1).

7. El 22 de agosto de 2003, la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional contestó la demanda y se opuso a las pretensiones de la misma, por considerar que el daño cuya indemnización se solicita no es imputable al Estado, sino que encuentra su causa directa e inmediata en un hecho de un tercero. Adicionalmente adujo “(…) que el atentado terrorista no iba dirigido de manera exclusiva contra el personal de la Policía nacional, sino era indeterminado inclusive al (sic) personal civil se encontraba en dicho establecimiento comercial, no hay prueba que estuviera destinado directamente contra funcionarios de la institución a la que represento”. 

8. Finalmente adujo que no podía valorarse el dictamen pericial aportado al expediente, por no haberse garantizado su derecho a contradecirlo, ni tampoco podía dársele crédito al monto de los contratos que suscribió el señor Martínez para reparar el inmueble, pues el actor pudo haber reconstruido el negocio mejor de lo que se encontraba antes del atentado terrorista.

9. Una vez surtido el periodo probatorio y corrido traslado para alegar de conclusión, el 10 de julio de 2006 la parte demandante presentó escrito en el cual aseguró que de conformidad con los elementos de convicción obrantes en el expediente estaba acreditada la legitimación en la causa por activa de los demandantes, mediante el certificado de matrícula inmobiliaria n.º 540-000548, la escritura pública de adquisición del inmueble, el certificado de matrícula de Cámara de Comercio, los correspondientes registros civiles de nacimiento y los testimonios que dan cuenta de la calidad de compañera permanente de la señora Meléndez Olivo. También estaba acreditada la legitimación en la causa de la parte pasiva, mediante la certificación sobre los hechos que realizó el comandante del Batallón Fluvial n.º 40 de la Armada Nacional, el oficio expedido por la Policía de Vichada, así como el resultado de las investigaciones penal y disciplinaria realizadas (f. 400-407, c. 1).

10. En el mismo sentido, consideró que en el expediente se verificó que miembros subversivos de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-Farc perpetraron un atentado terrorista dentro del establecimiento “La Vecina”, porque allí se encontraban diversos militares departiendo. Por ese motivo, consideró que había lugar a aplicar un régimen de riesgo excepcional “(…) por la desigualdad de las cargas y obligaciones públicas”.

11. En cuanto a los perjuicios que alega se les causaron, adujo que los materiales se encontraban probados a raíz de las pruebas las declaraciones de los señores Pedro José Contreras y Henry Cañón, quienes confirmaron la celebración de sendos contratos para su reconstrucción. Respecto de los perjuicios morales, adujo que en el expediente obraban los testimonios de los señores Luz Stella Rodríguez, Ciro Álvarez y Jairo Luis Ballesteros, quienes dan fe del dolor que sufrieron los demandantes por la destrucción del inmueble y la unidad comercial.

12. Por su parte, la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional, el 12 de julio del mismo año, presentó memorial mediante el cual alegó que se había configurado una causal exculpatoria por un hecho de un tercero, teniendo en cuenta que el daño devino de la actuación de unos delincuentes que atentaron contra la vida del ahora demandante. Adicionalmente, sostuvo que el asunto debía estudiarse desde la óptica de la falla de servicio probada, sin que la misma hubiere sido acreditada en el sub lite, máxime cuando por el principio de la relatividad de la falla de servicio es imposible atribuir la responsabilidad al Estado de cualquier suceso de orden público que acontezca en el territorio nacional (f. 408-411, c. 1).

13. Finalmente, el representante de la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional, en la misma fecha, reiteró que el hecho fue causado por personas ajenas a la institución y que el acto terrorista no estaba dirigido a la fuerza pública, sino que atacaba indiscriminadamente a todos los habitantes del sector. Adicionalmente, indicó que “[n]o se demuestra que las autoridades policiales hayan participado activamente en dicho atentado, tampoco que hubiera existido una actitud omisiva, ya que no obra solicitud alguna la entidad policial solicitando seguridad especial en el sector por una inminente acción terrorista” (f. 412-414, c. 1).

14. Surtido el trámite de rigor, el 15 de abril de 2009, el Tribunal Administrativo del Meta profirió sentencia de primera instancia, mediante la cual resolvió negar las pretensiones de la demanda. En primer lugar, el a quo consideró que debía estudiarse el asunto desde la óptica del título de imputación del riesgo excepcional, el cual, en su opinión, se configura cuando “(…) el daño es producido por una actividad oficial del Estado, que expone a persona o personas, o a determinados sectores de la población a un riesgo de carácter singular, particular, que no tienen el deber jurídico de consentirlo” (f. 418-443, c. ppl.).

15. En el caso concreto, advirtió que si bien se encontraba acreditado que en el establecimiento de comercio “La Vecina” fue activado un artefacto explosivo por miembros de las Farc, que causó la muerte de dos infantes de marina e hirió a 9 agentes de la fuerza pública y a 31 civiles, no se encontraban acreditados los demás elementos necesarios para configurar la responsabilidad del Estado por riesgo excepcional.

16. Efectivamente, en su opinión, el sitio donde ocurrió la explosión era un establecimiento abierto al público, en donde ingresaban todo tipo de personas; los miembros de la fuerza pública que allí se encontraban estaban disfrutando de su franquicia. Por ello, concluyó que “(…) los militares no se encontraban ejerciendo actos particulares del servicio, que como las demás personas reunidas en ‘La Vecina’ estaban en un lugar de diversión propio y común de las gentes del lugar, donde también resultaron lesiona[dos] por el atentado 31 civiles, por esto se infiere que el atentado no iba encaminado específicamente a causar daños a miembros de la fuerza pública, sino parece ser, como acto terrorista dirigido a causar perjuicios y zozobra de manera indiscriminada al conglomerado social reunido en ese lugar”.

17. Contra la anterior decisión la parte demandante interpuso oportunamente recurso de apelación el 24 de abril de 2009, con el fin de que fuera revocada y, en su lugar, se accediera a las pretensiones de la demanda. Para el efecto, adujo que las pruebas obrantes en el expediente, sí permitían establecer que el atentado terrorista estaba dirigido en contra de las fuerzas militares. En efecto, obra en el expediente el oficio del comandante de la Brigada Fluvial, en el cual manifiesta que “(…) personal militar fue víctima de atentado terrorista, mientras se encontraba en la cafetería ‘La Vecina’”. Asimismo, en la prueba documental aportada por la misma parte demandada, se escribe lo siguiente “(…) se presenta un atentado terrorista por parte de las milicias urbanas del frente XVI de las FARC contra miembros de la fuerza pública mediante la instalación de un artefacto explosivo” (f. 444, 453-460, c. ppl.).
18. Pero incluso, aun cuando se analizara el asunto desde el régimen de responsabilidad de falla de servicio, considera que están probados los elementos para declarar la responsabilidad del Estado, puesto que según la indagación disciplinaria preliminar rendida por el capitán Carlos Eduardo Bravo y las declaraciones de los suboficiales Jorge Emilio Miranda Pinedo y Jackson Pérez Barrera, las demandadas tenían conocimiento de que se iba a realizar un atentado contra cualquier unidad militar, en ese municipio. Por ello, es claro que no cumplieron con las medidas de control, seguridad, inteligencia y prevención que les eran exigibles. Además, en su opinión, esa circunstancia revela que el atentado terrorista sí tenía como objetivo dañar a miembros de la fuerza pública.

19. Dentro del término para alegar de conclusión en segunda instancia, la parte demandante reiteró los argumentos que había expuesto en oportunidades anteriores (f. 467-472, c. ppl.). Al respecto, indicó: 
(…) el caso en estudio, la subversión cumplió su objetivo, hacer inteligencia, transportar el explosivo, ubicarlo dentro del establecimiento comercial, activarlo a control, cuando allí se encontraban varios militares del a Armada Nacional; dicha disponibilidad de tiempo y ejecución del acto, no es lógico o adecuado; lo que permite concluir que los demandantes, no tenían obligación de padecerlo; sumado que los militares, tenían información previa, dicha negligencia, genera para la administración responsabilidad; igualmente le asiste responsabilidad al estado, por que (sic) el acto terrorista, actividad productora del daño, iba dirigido contra miembros activos de la Fuerza Pública, sin importar que se encuentren o no de franquicia, lo cual alteró la igualdad de las cargas o gravámenes públicos, al producirse el daño antijurídico, que no debían soportar los demandantes; lo anterior, no requiere examinar la conducta desplegada por la administración; es decir, sí hubo o no incumplimiento a las medidas de seguridad y protección.
20. La parte demandada Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional, en dicha oportunidad reiteró que no podía aplicarse el título de imputación del riesgo excepcional, comoquiera que el atentado terrorista iba dirigido en contra del establecimiento La Vecina, y si murieron algunos efectivos de la fuerzas militares, fue sólo porque casualmente se encontraban ese día allí departiendo. De otro lado indicó que tampoco se produjo una falla de servicio, teniendo en cuenta que “(…) el deber de protección y cuidado que tiene la entidad hacia la población no puede ser desbordad[o] y alejad[o] de la realidad (…) en materia de responsabilidad del Estado por actos terroristas, [los postulados jurisprudenciales] han señalado claramente que a las autoridades no se les puede pedir lo imposible”. Finalmente, adujo que, en cualquier caso, existe una circunstancia que rompe el nexo causal consistente en la culpa de un tercero, en este evento, el actuar del grupo terrorista de las Farc (f. 474-480, c. 1).

21. Dentro del trámite de segunda instancia, a solicitud del apoderado de la parte demandante, se fijó fecha para celebrar conciliación judicial
. En ese marco, la Procuraduría Cuarta Delegada ante el Consejo de Estado rindió concepto, en el cual indicó que se encontraba debidamente acreditado que había un gran riesgo de que la subversión perpetrare un atentado terrorista y que, a pesar de ello, “militares que gozaban de franquicia frecuentaron en gran número el establecimiento de comercio que fue blanco del ataque”. Por ello, concluyó que “(…) la presencia de los militares motivó el ataque contra el establecimiento del demandante” (f. 492-495, c. 1). 

22. En cuanto a los perjuicios, consideró que debían reconocerse aquellos derivados de la destrucción del inmueble y del establecimiento de comercio que eran propiedad del señor Martínez, con base en el dictamen pericial practicado, que se encontraba debidamente sustentado con los respectivos contratos y testimonios de quienes adelantaron la labor de reconstrucción. No obstante, en cuanto a las pretensiones derivadas de las lesiones personales que éste sufrió, adujo que aquellas debían negarse, comoquiera que “(…) de la historia clínica no se infiere la clase de lesión ni las secuelas padecidas por el demandante”.
CONSIDERACIONES

I. Competencia

23. El Consejo de Estado es competente para conocer del asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, en un proceso con vocación de segunda instancia, en los términos de la Ley 446 de 1998, dado que la cuantía de la demanda, determinada por el valor de la mayor de las pretensiones, que corresponde al daño emergente, supera la exigida por la norma para el efecto
, teniendo en cuenta que dicha norma es aplicable al asunto, teniendo en cuenta que el recurso de apelación fue presentado el 24 de abril de 2009.

II. Validez de los medios de prueba
24. Encuentra la Sala que la parte actora aportó con la demanda varias fotografías con el objeto de demostrar los daños sufridos por el establecimiento de comercio de propiedad del señor Hernando Martínez Novoa (f. 79-80, 83, c. 1). Sobre la valoración de dichos medios de prueba, ha dicho esta Corporación:
Con la intención de definir el valor probatorio de las fotografías (…) la Sala advierte que de acuerdo con el artículo 252 del Código de Procedimiento Civil los documentos que han de apreciarse como pruebas deben ser auténticos, “es decir debe haber certeza respecto de la persona que lo ha elaborado y de que el hecho plasmado en el documento, en este caso en las fotografías, corresponda a la realidad, puesto que, al igual que en cualquier otro documento, hay riesgo de alteración” (…) En relación con las fotografías, además de que resulta imposible establecer su autenticidad, lo cierto es que bajo ningún supuesto pueden ser valoradas dado que sólo dan cuenta del registro de varias imágenes, sobre las que no es posible determinar su origen, ni el lugar, ni la época en que fueron tomadas o documentadas
.
25. En el presente caso, se advierte que las mismas fueron realizadas en el marco de la celebración de sendas diligencias de inspección judicial encabezadas por el fiscal treinta y uno seccional y el juez promiscuo municipal, circunstancia que permite determinar la autenticidad de las mismas, así como las condiciones de modo, tiempo y lugar en las que fueron documentadas. Por ese motivo, la Sala les otorgará pleno valor probatorio.

26. De otro lado, respecto de la investigación disciplinaria interna adelantada por la Armada Nacional y el proceso penal adelantado por la Fiscalía General de la Nación, cuyo objeto era el esclarecimiento de los hechos en los que ocurrió la muerte de los infantes de marina en el atentado terrorista perpetrado en el establecimiento de comercio La Vecina, cabe recordar que el artículo 185 del C.P.C., aplicable al procedimiento contencioso administrativo en virtud de lo señalado en el artículo 267 del C.C.A., dispone que las pruebas practicadas válidamente en un proceso podrán trasladarse a otro, y serán apreciables sin más formalidades, “siempre que en el proceso primitivo se hubieran practicado a petición de la parte contra quien se aduce o con audiencia de ella”.
27. Conforme a lo anterior, es posible valorar las pruebas practicadas dentro del referido proceso disciplinario interno, el cual obra como prueba trasladada en el expediente de la referencia, teniendo en cuenta, primero, que la Armada Nacional hace parte del Ministerio de Defensa, entidad demandada en el proceso de la referencia, y segundo, que de conformidad con la jurisprudencia de esta Corporación
 la Fiscalía General es parte de la Nación, como también lo es la entidad demandada en el sub examine. 
III. Hechos probados

28. De conformidad con las pruebas válidamente aportadas al proceso, se tienen probados los siguientes hechos relevantes para la litis
:

29. El señor Hernando Martínez Novoa es propietario de un inmueble ubicado en el casco urbano de la ciudad de Puerto Carreño -Vichada-, identificado con el número catastral 01-0-018-004-000 y con el número de matrícula inmobiliaria 540-0000548. Dicho bien fue adquirido por compraventa celebrada con la señora Ana Dolores Rativa viuda de Abril, elevada a escritura pública el 9 de noviembre de 1990 (copia del folio de matrícula inmobiliaria del bien referido, f. 52, c.1; copia auténtica de la escritura pública número 64 del 9 de noviembre de 1990, de la que da fe el notario único del Círculo Notarial de Puerto Carreño -Vichada-, f. 48-50, c. 1).

30. En dicho inmueble funcionaba el establecimiento de comercio “La Vecina”, que tenía como objeto la prestación del servicio de cafetería y la venta de licores y gaseosa, matriculado el 1 de agosto de 2000 con el número 77785, del cual también era propietario el señor Martínez Novoa (certificado de matrícula de persona natural de la Cámara de Comercio de Villavicencio, f. 53, c. 1).

31. El 30 de marzo de 2002, a las 11:15 p.m., las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-Farc detonaron un artefacto explosivo de corto alcance, que había sido instalado cerca de una de las esquinas del establecimiento de comercio La Vecina, en el cual resultaron muertos los infantes de marina de la Armada Nacional Marcos Montoya Zapata y Juan Ignacio Soto Soto, y heridos 9 agentes de la fuerza pública y 29 civiles (copia del acta de inspección al lugar de los hechos celebrada el 31 de marzo de 2002 a las 03:15 p.m. por funcionarios de la Policía Judicial y el Fiscal 31 Seccional, f. 76-77; certificación n.º 1 realizada por el jefe de sección de inteligencia del Batallón Fluvial de I.M n.º 40
; relación de los pacientes atendidos en urgencias con ocasión del atentado, f. 65, c. 1; oficio n.º 417 CBAFLIM 70-ASJ expedido por el comandante del Batallón Fluvial de Infantería de Marina n.º 70, f. 67, c. 1; informe de análisis post-incidental realizado por la Policía Nacional oficio n.º 0211/SIJIN DEMET
, f 68-71, c. 3; declaración rendida por la señora Luz Stella Rodríguez Perdomo
, f. 364-365, c. 1; declaración rendida por el infante de marina Onar Alejandro Taborda Correa
, f. 42-43, c. 2; declaración rendida por el infante de marina Jhon Fredy Peña Giraldo, f. 47-48, c. 2; declaración rendida por el infante de marina Juan Carlos Ospina Salamanca
, f. 49-51, c. 2). 

32. El establecimiento de comercio resultó severamente averiado, así como a la totalidad del inmueble de propiedad del señor Hernando Martínez Novoa. En particular, resultaron destruidos totalmente el techo, el cielo raso, las puertas y los bienes muebles, mientras que fueron dañadas parcialmente las paredes, las vigas y las columnas (copia del acta de inspección al lugar de los hechos celebrada el 31 de marzo de 2002 a las 03:15 p.m. por funcionarios de la Policía Judicial y el Fiscal 31 Seccional, f. 76-77, c. 1; fotografías realizadas en el marco de la diligencia judicial adelantada el 1 de abril de 2002, f. 83, c. 1; certificación n.º 1 realizada por el jefe de sección de inteligencia del Batallón Fluvial de I.M n.º 40, f. 157, c. 1; certificación n.º 2 realizada por el jefe de sección de inteligencia del Batallón Fluvial de I.M n.º 40
, f. 159, c. 1; declaración rendida por el señor Ciro Álvarez Torres
, f. 368-369, c. 1; declaración rendida por la señora Leyla María López Guitomatofe
, f. 378, c. 1, declaración rendida por la señora Dolly Esther Encinales González, f. 380, c. 1; declaración rendida por el señor Hugo Jaramillo Cruz
, f. 384, c. 1; declaración rendida por el infante de marina Jackson Eliecer Pérez Barrera, f. 39-41, c. 2).

33. El atentado terrorista le produjo al señor Hernando Martínez Novoa un trauma ótico con disminución de la agudeza auditiva, como consecuencia del estallido de la bomba. Por esa circunstancia fue atendido en el hospital departamental San Juan de Dios, donde se determinó que sufría de “(…) perforación timpánica subtotal bilateral difícil de ver por presencia de material (ilegible) a nivel de C.A.E. (…) [Diagnóstico] (1) trauma acústico; (2) perforación timpánica; (2) otitis media aguda supurativa”. De conformidad con los testimonios obrantes en el expediente, para el 6 de octubre de 2005, el señor Martínez no había recuperado completamente su sentido del oído (certificado realizado por el director del hospital departamental San Juan de Dios, f. 58, c. 1; copia del acta de remisión de pacientes, f. 59, c. 1; copia de la historia clínica, f. 60-61, 151-154, c. 1; declaración de la señora Rodríguez Perdomo
, f. 365, c. c. 1).

34. Los señores Hernando Martínez Novoa y Fabricia Meléndez Olivo son compañeros permanentes (declaraciones rendidas por los señores Luz Stella Rodríguez Perdomo
, Ciro Álvarez Torres
 y Jairo Luis Ballesteros Marcado
, f. 364, 368, 372 c. 1). Sus hijos son los menores Alan Andrés Felipe Martínez Meléndez y All Erick Frank Martínez Meléndez (certificados de los registros civiles de nacimiento respectivos, f. 45-46, c. 1).

IV. Problema jurídico

35. Compete a la Sala determinar si es posible imputar a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional la responsabilidad por los daños que sufrieron los demandantes como consecuencia de la detonación de un artefacto explosivo, el 30 de marzo de 2002, en el municipio de Puerto Carreño, en el establecimiento de comercio La Vecina. Con ese fin de determinar si puede aplicarse al caso concreto el título de imputación que se ha dado en llamar riesgo-conflicto es preciso establecer si el ataque terrorista tenía por fin lesionar a los agentes de la fuerza pública que allí se encontraban o, si por el contrario, se trató de un ataque indiscriminado contra la población civil. De encontrarse acreditada la responsabilidad del Estado se debe determinar si los perjuicios cuya reparación se pretende han sido debidamente acreditados dentro del plenario.

V. Consideraciones

36. Por regla general los daños ocasionados por agentes no estatales no comprometen la responsabilidad patrimonial del Estado en la medida en que no le resultan imputables desde un punto de vista fáctico. No obstante, la jurisprudencia ha considerado que los daños derivados de ataques cometidos por grupos insurgentes contra bienes, personas o instalaciones del Estado, pueden ser imputados a la administración si ésta ha contribuido causalmente en su producción a través de acciones u omisiones que se relacionan con el incumplimiento de sus funciones
.
37. De esta forma, la Corporación ha considerado que el concepto de  falla del servicio opera como fundamento del deber de reparar en aquellos casos en los que agentes estatales intervienen en la producción del daño por ineficacia, retardo u omisión en el cumplimiento de las funciones a su cargo, lo cual se ha entendido que ocurre cuando (i) la falta de cuidado o previsión del Estado facilita la actuación de los guerrilleros
; (ii) la víctima, o la persona contra quien iba dirigido el acto, solicita protección a las autoridades y éstas la retardan, omiten o la prestan de forma ineficiente
; (iii) el hecho era previsible, en razón de las especiales condiciones que se vivían en el momento, pero el Estado no realiza ninguna actuación dirigida a evitar o enfrentar eficientemente el ataque
; y (iv) la administración omite adoptar medidas para evitar o atender adecuadamente una situación de riesgo objetivamente creada por ella
.
38. Sin embargo, en ausencia de falla probada del servicio, la Sala consideró que el régimen de daño especial era aplicable a los casos en los cuales el ataque tenía como objetivo un establecimiento militar o policivo pues los daños derivados de este tipo de actos conllevaban la ruptura del principio de igualdad frente a las cargas públicas
. De acuerdo con la jurisprudencia, la obligación de reparar se sustentaba en los principios de equidad y solidaridad, en la medida en que los damnificados ajenos al conflicto no tenían por qué soportar los daños generados por las acciones de la subversión contra el orden institucional
.

39. Luego, el Consejo de Estado estimó que los daños causados a particulares, derivados de ataques perpetrados por la subversión contra bienes representativos del Estado en el marco del conflicto armado interno, eran imputables a la administración a título de riesgo excepcional, no de daño especial
.  En estos casos, la atribución de responsabilidad no se sustentó en la existencia de una acción u omisión reprochable del Estado, sino en la producción de un daño que “si bien es causado por un tercero, surge por la realización de un riesgo excepcional, creado conscientemente por ésta, en cumplimiento de sus funciones. Y es la excepcionalidad del riesgo lo que hace evidente la ruptura del equilibrio frente a las cargas públicas y posibilita el surgimiento de la responsabilidad patrimonial del Estado”
.
40. Con base en este título jurídico de imputación, la jurisprudencia declaró la responsabilidad patrimonial de la administración por los daños derivados de ataques perpetrados por grupos armados al margen de la ley contra cuarteles militares o estaciones de policía, sea que la fuerza pública reaccione o no violentamente con el fin de repeler la agresión
.

41. En esos casos, se consideró que, dada la situación de conflicto armado, la simple presencia o ubicación de bienes o instalaciones que los grupos armados ilegales escogen como objetivo de sus ataques, generaba un riesgo para la comunidad que, de concretarse, comprometía la responsabilidad estatal
. No importaba, para el efecto, que no existiera ilicitud en la actividad de la administración e incluso que ésta respondiera al cumplimiento de un deber legal, pues la imputabilidad surgía de la creación deliberada de un riesgo que se consideraba excepcional, en la medida en que suponía la puesta en peligro de un grupo particular de ciudadanos
.  De cualquier forma, era necesario que el ataque estuviera dirigido contra un típico objetivo militar de la subversión, pues si no existía certeza sobre sus móviles y propósitos, o si éste tenía un carácter indiscriminado y se dirigía únicamente a generar pánico o zozobra entre la población civil, no cabía declarar la responsabilidad del Estado con base en dicho concepto
. 
42. Con todo, la adopción de dicha tesis no significó un abandono completo y definitivo del régimen de daño especial, por lo cual puede afirmarse que la jurisprudencia en este punto continuó siendo vacilante
.  Esta situación motivó que en el año 2012, la Sección Tercera del Consejo de Estado en pleno abordara el debate sobre la responsabilidad estatal en casos como el que hoy se estudia, señalando que como la Constitución Política de 1991 no privilegió ningún régimen de responsabilidad extracontractual en particular, tampoco podía la jurisprudencia establecer un único título de imputación a los eventos en los cuales los particulares resulten afectados por ataques perpetrados por grupos guerrilleros contra bienes o instalaciones del Estado, ya que éste puede variar en consideración a las circunstancias fácticas acreditadas dentro del proceso y a los parámetros o criterios jurídicos que el juez estime relevantes dentro del marco de su argumentación
. 

43. Así las cosas, se precisa que aunque el título de imputación utilizado por la Sección Tercera en la sentencia transcrita haya sido el de daño especial
, ello no implica que todos los casos en los que se discuta la responsabilidad del Estado por daños derivados de ataques o tomas guerrilleras tengan que resolverse de la misma forma.
44. En cualquier caso debe tenerse en cuenta que en situaciones de conflicto armado las obligaciones de adoptar medidas positivas de protección y prevención se ven acentuadas y revestidas de una importancia cardinal, por lo que su inobservancia puede comprometer la responsabilidad internacional del Estado, tal como lo ha señalado la Corte Interamericana de Derechos Humanos. En efecto, debido a que en estos casos las personas enfrentan un riesgo real de sufrir amenazas o vulneraciones de sus derechos humanos, el Estado asume una posición especial de garante que lo obliga a ofrecer una protección efectiva a la población civil y a adoptar todas las medidas a su alcance para evitar o conjurar situaciones de peligro razonablemente previsibles
.
45. Históricamente, la jurisprudencia ha definido tres modalidades básicas de responsabilidad por riesgo: el riesgo-peligro
; el riesgo-beneficio
 y el riesgo-álea
.  Sin embargo, los casos que involucran daños derivados de ataques guerrilleros a bienes o instalaciones del Estado, plantean una nueva categoría de riesgo, que no encaja dentro de las anteriores, y que se deriva de la confrontación armada que surge de la disputa por el control del territorio y el monopolio del uso de la fuerza.
46. Esta categoría de riesgo, que podría denominarse riesgo-conflicto, surge del reconocimiento de que, dada la situación de conflicto armado, el cumplimiento de ciertos deberes legales y constitucionales genera para la población civil un riesgo de naturaleza excepcional en la medida en que la pone en peligro de sufrir los efectos de los ataques armados que los grupos guerrilleros dirigen contra los agentes, bienes e instalaciones que sirven como medio para el cumplimiento de esos deberes y el desarrollo de dichas actividades
.
47. De esta forma, se considera que los atentados cometidos por la guerrilla contra un “objeto claramente identificable como Estado”, tales como estaciones de policía y cuarteles militares, pueden ser imputados al Estado a título de riesgo excepcional no porque estos bienes e instalaciones puedan ser considerados peligrosos en sí mismos -como sí ocurre con  los objetos que encuadran dentro de la categoría riesgo-peligro (por ejemplo, armas de dotación oficial, químicos o instalaciones eléctricas)-, sino porque la dinámica misma del conflicto armado ha hecho que la cercanía a ellos genere para la población civil el riesgo de sufrir afectaciones en su vida, su integridad personal y su patrimonio, en razón a que son blanco de continuos y violentos ataques por parte de la guerrilla que los considera objetivos militares. 
48. En el mismo sentido, como es apenas natural, dentro de los objetivos militares de los subversivos también se encuentran los mismos efectivos de las Fuerza Pública, teniendo en cuenta que en su calidad de combatientes
 son el blanco principal de aquellos para obtener ventaja militar, en el marco del conflicto armado interno. Así las cosas, aquellos daños colaterales producidos a civiles con ocasión de cualquier ataque a los combatientes de las fuerzas armadas, también se encuentran amparados dentro del título de imputación del riesgo-conflicto.
49. La Sala no desconoce que desde un enfoque de teoría administrativa resulta extraña, por decir lo menos, la afirmación según la cual la simple presencia institucional constituye un factor generador de riesgo, máxime cuando muchas veces es esa presencia -lograda, por ejemplo, mediante el acantonamiento de la fuerza pública- la que permite al Estado conjurar o repeler las amenazas que para la vida y los bienes de la población civil implican las acciones de la delincuencia. Sin embargo, considera que de cara a la realidad del país, resulta imposible negar que existen zonas afectadas por fenómenos graves de violencia política en las que la cercanía a ciertos bienes, personal e instalaciones del Estado, genera un riesgo cierto para las personas que viven o desarrollan sus actividades cotidianas en sus proximidades ya que éstos son blanco de continuos ataques de la guerrilla. 
50. Es verdad que desde un enfoque normativo, no todos los objetos “claramente identificables como Estado” pueden ser considerados como factores generadores de riesgo, sino solamente aquellos que, según las normas del derecho internacional humanitario, revisten carácter militar
, pues ellos no están protegidos por la prohibición general de convertirlos en blancos de ataques o represalias, como sí lo están los bienes de carácter civil. No obstante, desde un punto de vista fáctico muchos bienes e instalaciones del Estado están ubicados en una “zona gris” entre lo civil y lo militar, por lo cual igual puede considerárselos como factores generadores de riesgo. Tal es el caso de las estaciones de policía
, las cuales de hecho son objeto de continuos y violentos ataques por parte de la guerrilla que, en su afán por desestabilizar el poder político, emplea métodos de guerra indiscriminados y contrarios al principio de distinción que comprometen la seguridad de la población civil.
51. De lo dicho hasta el momento podría inferirse que la proximidad a cualquier objeto claramente identificable como Estado genera para la ciudadanía, independientemente de cualquier otra consideración, un riesgo de carácter excepcional.  Sin embargo, es necesario precisar que, en tanto este riesgo se deriva de la existencia del conflicto armado interno, su naturaleza es contextual, porque no en todos los municipios del país es factible que se produzca una incursión armada de la guerrilla o un atentado grave contra la infraestructura del Estado. Y este hecho es, justamente, lo que le atribuye al riesgo su carácter excepcional. En efecto, es un hecho notorio que estas acciones tienden a concentrarse en pequeñas poblaciones, ubicadas en zonas del territorio nacional que ofrecen una ventaja estratégica desde el punto de vista militar, y en donde los actores armados ejercen una fuerte presencia y están en capacidad de perpetrar un ataque armado de gran impacto. 
52. Así las cosas, para que pueda imputarse responsabilidad a la administración a título de riesgo excepcional por los daños derivados de ataques guerrilleros contra bienes o instalaciones del Estado es necesario que el factor de imputación, esto es, que el riesgo exista realmente, lo cual puede acreditarse a través de distintos medios de prueba que den cuenta de la situación de orden público en la región, o también puede inferirse a partir de la existencia de antecedentes de ataques similares al mismo municipio o de municipios aledaños, de la noticia de la presencia de actores armados en la región, y de los medios que se utilizaron para perpetrar el ataque.
53. En suma, los daños derivados de acciones violentas cometidas por grupos guerrilleros pueden ser imputados al Estado a título de riesgo excepcional. No obstante, advierte que (i) ello sólo procede cuando el ataque es perpetrado en el marco del conflicto armado interno contra un bien claramente identificable como Estado, y (ii) del cual se deriva un riesgo cierto para la población civil en consideración a las características de seguridad de la zona en la que se ejecuta el ataque.
54. Para el caso concreto, la Sala encuentra demostrado el daño alegado por los señores Hernando Martínez Novoa y otros, habida cuenta de que está probado la destrucción que sufrieron el bien inmueble y el establecimiento de comercio del cual era propietario, así como las lesiones auditivas que sufrió, con ocasión de los hechos que ocurrieron el 30 de marzo de 2002, como ya se expuso anteriormente -ver párrafos 32 y 33-. 

55. Por otro lado, en relación con las circunstancias de hecho en el marco de las cuales se ocasionó el daño, es preciso referir que está suficientemente acreditado en el plenario que el daño fue producto de un atentado terrorista perpetrado por miembros de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, mediante la instalación de un artefacto explosivo dentro del establecimiento de comercio, el 30 de marzo de 2002, a las 11:15 p.m.

56. En cuanto al nexo causal, en aplicación del principio del iura novit curia, la Sala considera pertinente estudiar el caso desde el título de imputación por riesgo excepcional, en su modalidad de riesgo-conflicto, ya referido con anterioridad, habida cuenta de que, como se verá, existen elementos suficientes para que se configure bajo este marco la responsabilidad del Estado. 
57. Según ya se señaló, para que pueda atribuirse responsabilidad al Estado bajo este título de imputación por los daños derivados de acciones violentas cometidas por terceros, es necesario que el ataque no tenga un carácter indiscriminado, es decir, que haya sido perpetrado por grupos armados al margen de la ley en el marco del conflicto armado interno, contra un bien o persona claramente identificable como Estado, y que de éste se derive un riesgo cierto para la población civil en consideración a las características de seguridad de la zona en que se ejecuta el ataque. 

58. Ahora bien, en cuanto al primero de dichos requisitos, se advierte que el tribunal de instancia, acogiendo la defensa de las demandadas, manifestó que tal afirmación no se encontraba respaldada probatoriamente, sino que, por el contrario, parecía que el atentado terrorista tenía un carácter indiscriminado, con el fin de infundir terror entre la población.
59. Sin embargo, considera la Sala que de conformidad con el material probatorio obrante en el expediente se puede establecer, sin asomo de duda, que el acto terrorista perpetrado por las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia estaba dirigido específicamente contra unas personas claramente identificables como representantes de las fuerzas del Estado, en el marco del conflicto armado interno, como pasa analizarse. 
60. En primer lugar, esta Subsección considera que no puede atribuirse al azar el hecho de que quienes fallecieron por la explosión hubieran sido, precisamente, los infantes de marina de la Armada Nacional Marcos Montoya Zapata y Juan Ignacio Soto Soto, ni que resultaran heridos otros 9 integrantes de la fuerza pública, quienes se encontraban dentro de la cafetería-discoteca La Vecina -ver párrafo 31-. 

61. En efecto, de conformidad con el informe de análisis post-incidental realizado por la Policía Nacional, la bomba casera fue instalada en una de las esquinas del establecimiento, justamente a un metro y medio de donde departían los miembros de la Armada Nacional, sin que pudiera considerarse que su objetivo era atacar a los civiles de forma indiscriminada, sino tan solo a quienes se encontraban dentro de la onda mecánica de la explosión, comoquiera que el artefacto no contenía metralla
.

62.  Esas circunstancias permiten entrever que no fue fortuita la colocación del artefacto explosivo cerca de la mesa en la que se encontraban los infantes de marina, teniendo en cuenta que los subversivos conocían de antemano que los daños que éste pudiera causar sólo iban a afectar gravemente a aquellas personas que se encontraran dentro del radio de la onda expansiva del mismo. Por ello, es factible afirmar que el destino principal del atentado era el de matar o lesionar a los combatientes que allí se encontraban, mientras disfrutaban de su franquicia.   
63. En esa misma línea argumentativa, se advierte que en el expediente existe abundante evidencia que indica que con anterioridad al atentado terrorista, las autoridades militares de Puerto Carreño tenían conocimiento de la posibilidad de que las Fuerzas Armadas fueran objeto de un atentado terrorista por parte de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-Farc
, para lo cual tomaron distintas medidas preventivas. Así, por ejemplo, en el testimonio rendido dentro de la investigación disciplinaria interna adelantada, el señor suboficial segundo de I.M Jorge Emilio Miranda Pinedo adujo lo siguiente:
Se tuvo conocimiento de la posible acción aproximadamente seis días más o menos antes del hecho; por parte del Comando se ordenó el desarrollo de actividades de inteligencia por conducto del mismo se hicieron las coordenadas directamente con el Comandante del CEO y el Departamento de Policía del Vichada, donde se estableció un esfuerzo conjunto con el B-2 del CEO, la SIJIN y el S-2 del Batallón, haciendo énfasis en las áreas de responsabilidad que mediante reuniones de seguridad y de acuerdo al plan de seguridad diseñado por el CEO para poner en práctica en el evento de cualquier acción terrorista por parte del enemigo (…). PREGUNTADO: Diga usted si dentro de los análisis efectuados a las informaciones de la amenaza tuvieron en cuenta la posibilidad de que el  carrobomba o la colocación de objetos explosivos pudieran ser ubicados en áreas o sitios de mayor frecuencia por el personal militar de la unidad. CONTESTÓ: Dentro de los análisis se contemplaban todos los sitios potencialmente para ser utilizados por el enemigo tanto para la posible colocación del artefacto como para el planeamiento de la posible acción terrorista, se verificaron especialmente mediante colaboradores en el sitio de lenocinio, en los sitios de diversión alegados del pueblo, como es el caso del Limón (…) (f. 31-35, c. 2).

64. De conformidad con lo expuesto, es claro que las autoridades, tras conocer que la subversión tenía la intención de atentar contra la fuerza pública, advirtieron que era posible que el atentado terrorista no se dirigiera contra sus instalaciones sino contra establecimientos civiles, con el propósito de lesionar a los militares que los frecuentaban. Por ello, adoptaron medidas tales como prohibir a los agentes de la fuerza pública acudir a sitios de lenocinio y a discotecas alejados del centro del municipio
.

65. De ese hecho se puede establecer sin mayor esfuerzo que la detonación del artefacto explosivo en el establecimiento La Vecina no es otra cosa que la confirmación de las sospechas de las autoridades militares, circunstancia que indica, sin hesitación alguna, que el móvil de la subversión no era, simplemente, generar terror entre la población, sino que tenía por objetivo lesionar los efectivos de las fuerzas armadas, para la cual resulta irrelevante que los soldados se encontraran en franquicia. 

66. En el mismo sentido, obra también en el expediente la deponencia rendida por Sandra Milena Velásquez Gutiérrez dentro del proceso penal adelantado por la Unidad de Fiscalía Dieciséis Especializada de Puerto Carreño, donde manifestó que con anterioridad a la ocurrencia del siniestro había platicado con Mary Disneyda Flórez
, quien le indicó que un hermano suyo, perteneciente a las Farc, se disponía a matar a los infantes de marina que se encontraban en el establecimiento de comercio La Vecina (f. 18, c. 3): 

Lo que yo sé es que anoche Mary me dijo que había, un hermano que estaba dentro de LA VECINA y que iba a matar a los infantes que estaban ahí, a los infantes de marina, y de ahí salí a la pieza con mi novio MADRID, y allí estuvimos hablando un rato y como a las once y media de la noche escucharon un golpe bien duro en la puerta y salimos afuera y fuimos a mirar por los lados y nada ty (sic) al ratico fue que llegó Mary y empezó a decirme que me fuera para el hospital porque mi mamá estaba enferma, estaba grave, ella me dijo que habían tirado una bomba por allá en LA VECINA (…)
67. Del dicho de la declarante se desprende, palmariamente, que el objetivo del ataque terrorista de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-Farc no era otro que el de dar de baja a los agentes de marina que se encontraban en el municipio de Puerto Carreño, por la ventaja táctica que dichas muertes les suponía. 

68. A esa misma conclusión se llega tras estudiar el dicho del señor Jhon Harold Cardona Londoño, quien en su calidad de reinsertado del grupo guerrillero de las Farc, se pronunció dentro del proceso penal, en los siguientes términos: “Yo andaba en la comisión de ‘Cristian’ un Comandante de Compañía de la Columna ‘Oliverio Rincón’ del 16 Frente de las ‘F.A.R.C.’ Ahí fue donde conocí a la señora MAIRA, quien llegó a una finca que llama ‘El Toro’ y habló con ‘Cristian’ aparte. Ella era moza de ‘Cristian’ y escuché que él le daba instrucciones a MAIRA sobre dos muchachos que él iba a mandar para acá para que ella los recibiera, para que se dieran cuenta dónde era donde permanecían grupos grandes de militares, donde iban a bailar, haciendo inteligencia (…) ellos vivían en la casa de ella, duraron como ocho días en la casa de ella, haciendo inteligencia y mirando a ver dónde colocaban el explosivo” (se resalta; f. 129, c. 3).

69. Para la Sala, los argumentos vertidos con anterioridad resultan suficientes para descalificar la tesis del tribunal, quien consideró que el hecho de que hubieren resultado heridos varios civiles era suficiente para afirmar, categóricamente, que el atentado terrorista era un ataque indiscriminado cuyo propósito no era otro que el de sumir en el terror a la población del municipio.
70. Del mismo modo, es posible descartar la hipótesis sentada por el declarante capitán de fragata Carlos Eduardo Bravo Cardozo, quien indicó que “el atentado iba dirigido contra el establecimiento La Vecina, teniendo en cuenta que el dueño del mismo al parecer no quiso pagar la vacuna exigida por los delincuentes de las Farc” (f. 89, c. 2), máxime cuando no obra en el expediente ningún material probatorio que corrobore esa afirmación.

71. En conclusión, la Sala advierte que el ataque terrorista perpetrado por la guerrilla de las Farc sí estaba dirigido contra objetivos que claramente corresponden a representantes de las fuerzas armadas del Estado colombiano, en particular, contra los infantes de marina que se encontraban departiendo en el establecimiento de comercio La Vecina.
72. Ahora bien, en el caso bajo examen también está probado que el daño surgió de la materialización de un riesgo excepcional. En efecto, tras analizar las pruebas obrantes en el expediente, se puede afirmar, sin duda alguna, que para el momento en el cual se produjo el hecho dañoso el departamento de Vichada y en particular el municipio de Puerto Carreño se encontraba inmerso en un conflicto entre las fuerzas militares colombianas y grupos subversivos. 
73. En ese sentido, se encuentra que la señora Nancy Salamanca Hernández, en su calidad de personera
 del municipio de Puerto Carreño, certificó que las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-Farc fueron las autoras del atentado terrorista, el cual se produjo por motivos ideológicos y políticos, en el marco del conflicto armado interno:

(…) El señor HERNANDO MARTÍNEZ NOCOA, identificado con la cédula de ciudadanía No. 478.536 de Restrepo Meta perdió bienes el día 30 de marzo de 20002 (sic) siendo aproximadamente las 11:15 pm, en el municipio de Puerto Carreño Vichada, a causa de atentado terrorista, en el establecimiento denominado MI VECINA de esta localidad y de propiedad del ya mencionado Señor Martínez, en el marco del conflicto armado interno, por motivos ideológicos y políticos, efectuados presuntamente por el grupo 16 de las FARC, grupo guerrillero (f. 189, c. 1).

74. De otra lado, también obran en el expediente múltiples pruebas que dan cuenta de la presencia del grupo guerrillero dentro del departamento de Vichada y, específicamente, en el municipio de Puerto Carreño. Así, por ejemplo, el señor Diego Armando Osorio Romero -perteneciente a la etnia Sikani del resguardo Guacamaya-Maipore- en su declaración indicó lo siguiente:
Como el 26 o 27 de marzo de este año nosotros fuimos con mi hermano JUAN FRANCISCO OSOSRIO (sic), para finca de mi papá que se llama ‘SAN MATEO’ ubicada en la vereda Aceitico, en esos días estaba la Guerrilla por ahí o sea el Frente 16 de las ‘Farc’ (…) [Mauricio Salazar] cuando él estaba tomado decía que él tenía vínculos con la guerrilla, que tenía que ver al pueblo acorralado por la guerrilla, no lo he visto armado comno (sic) la guerrilla ni vestido de camuflado, pero sí hablando con ellos, como en la finca la Cascabel que queda por los lados de la rampla más arriba del paso ganao, cerca del puente juriepe, andó con los guerrilleros del frente 16 de las ‘Farc’ como un día y medio (…) PREGUNTADO: Díganos si tiene conocimiento de otros miembros del frente 16 de las ‘FARC’, en caso afirmativo de quienes se trata y en dónde pueden ser ubicados? CONTESTÓ: Sí tengo conocimiento (…) ÁNGEL MANEL SANTOS PARALES, se ubica aquí en Carreño, el otro es JOSÉ ALFREDO SILVA FRANCO, no sé en donde se ubica, sé que la mamá y las hermanas viven en Primavera (Vichada), (…) alias CHIGÜIRO, a él se lo ubica uno en Garcitas (Vichada (…) (f. 113-114, c. 3).
.
75. La presencia del grupo guerrillero de las Farc en la zona, también ha sido documentada por el Observatorio del Programa Presidencial de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario:
A comienzos de la década de los noventa, Josué Eliseo Prieto, alias Esteban González, logró consolidar en el departamento el frente 16 como la columna vertebral de las finanzas de las Farc, con la construcción de una red de procesamiento y comercialización para el negocio de la droga en Barrancominas (Guainía), con lo cual logró reportar a la organización cerca de 15 millones de dólares. Tomás Medina Caracas, alias El Negro Acacio, asumió el mando de este frente, tras el fallecimiento de Esteban González en 1999, y concentró sus esfuerzos en el fortalecimiento del negocio del narcotráfico, con medidas como el entrenamiento de personal para el procesamiento de coca, la instalación de laboratorios en las riberas del río Guaviare, el cobro de impuestos a cultivadores y compradores de coca, el fortalecimiento del componente armado y el establecimiento de contactos con redes internacionales de narcotráfico. Para lo anterior, formó una alianza con el capo brasilero Luis Da Costa, alias Fernandinho, para proveer base de coca a los carteles de la droga paraguayos, mexicanos y brasileños.

El crecimiento de los cultivos de coca y el desarrollo del narcotráfico en estos territorios se ve reflejado en el Censo de Cultivos de Coca para Colombia 2006
, según el cual entre 2000 y 2001 se produjo un incremento de 86% en las hectáreas cultivadas, al pasar de 4.935 hectáreas a 9.166. La mayoría de estos cultivos se concentraron en los corregimientos de Puerto Príncipe, Chupave, Güerima, El Guaco, Manajuare, El Sejal y San José de Ocune en el municipio de Cumaribo. Para contrarrestar esta situación, en febrero de 2001, tropas de Fuerza de Despliegue Rápido – Fudra - capturaron a Fernandinho, localizaron y destruyeron 65 laboratorios y 32 campamentos y dieron muerte en combate a 14 guerrilleros de las Farc en los departamentos de Guainía, Guaviare y Vichada, por medio de la operación Gato Negro. En agosto del mismo año, en el marco de la operación 7 de agosto, realizada en el sector de Puerto Siare y Mapiripán en Meta, fueron muertos a Elías Salamanca, alias Urías Cuellar, cabecilla de la compañía móvil Juan José Rondón de las Farc y 55 guerrilleros más; de igual manera, fueron desmantelados 45 campamentos. Gracias a estas operaciones, se pasó de 9.166 has cultivadas de coca en 2001 a 4.910 en 2002, lo que equivale a una disminución de 46%. En 2003, la cifra continuó disminuyendo hasta alcanzar las 3.818 has cultivadas de coca
.
.

76. De otro lado, también está absolutamente claro que el riesgo referido era previsible, teniendo en cuenta que como ya se ha repetido en varias oportunidades, las autoridades tenían conocimiento de la inminencia de un ataque del grupo subversivo de las Farc en el casco urbano del municipio de Puerto Carreño. Al respecto, dice el capitán de fragata de I.M. Carlos Eduardo Bravo Cardozo: 

Desde que se recibió el Comando del Batallón en el mes de Enero de 2002, se venía recibiendo la información tanto en la parte de inteligencia humana, como de inteligencia técnica de un posible carro bomba en el caso urbano de Puerto Carreño. Por tal motivo en coordinación el Ejército y la Policía se venían efectuando retenes a la salida del pueblo, controles con los vehículos en general de la localidad, por medio de censos, patrullajes nocturnos y diurnos esporádicos en el caso urbano, con el fin éste de contrarrestar cualquier acción por parte del enemigo (…) (f. 88-92, c. 2)
.

77. En estas condiciones, es palmario que fue la presencia de los infantes de marina que se encontraban en el establecimiento La Vecina la circunstancia que puso a los allí presentes, en general, y a los demandantes, en particular, en una situación de riesgo excepcional. Si bien no se desconoce que contar con la presencia de agentes de la fuerza pública resulta necesario para el cumplimiento de las funciones legales y constitucionales del Estado, aquello no significa que se deba desconocer que dadas las condiciones de seguridad imperantes en la zona, la presencia de los uniformados generó un riesgo de naturaleza excepcional que, al materializarse y ocasionar a los actores un daño antijurídico, debe ser indemnizado.

78. Cabe advertir que en el expediente no se encuentra acreditado que el atentado terrorista estuviera dirigido en contra de miembros de la Policía Nacional, de modo que la condena se dirigirá únicamente en contra de la demandada Nación-Ministerio de Defensa Nacional, teniendo en cuenta que la Armada Nacional integra el sector defensa, cuya cabeza es precisamente el ministro del ramo. 
79. Así, en conclusión, a pesar de que no se configura en este caso una falla del servicio, corresponde a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional reparar los daños sufridos por el señor Hernando Martínez Novoa y otros, con ocasión del ataque perpetrado por insurgentes dentro del establecimiento de comercio La Vecina, el 30 de marzo del 2002. Ello en razón a que el daño reviste el carácter de antijurídico y es imputable jurídicamente a la administración porque estuvo dirigido contra un objetivo claramente identificable como Estado, en el marco del conflicto armado interno y supuso la materialización de un riesgo de naturaleza excepcional. Con base en las anteriores consideraciones, la Sala revocará la sentencia de primera instancia dictada por el a quo y procederá a liquidar los perjuicios causados.
VII. Perjuicios
80. Por concepto de perjuicios morales, los demandantes solicitaron que se les reconocerá, a cada uno, la suma de 250 salarios mínimos legales mensuales vigentes, por el sufrimiento del que fueron objeto con ocasión de las lesiones causadas a Hernando Martínez Novoa; y la destrucción y pérdida del inmueble y el establecimiento La Vecina, de propiedad del señalado demandante.

81. Sobre la forma en la que corresponde tasar la condena correspondiente al daño moral causado, ha señalado el Consejo de Estado que aquella se debe fijar en salarios mínimos, con base en los siguientes parámetros: (i) la indemnización del perjuicio se hace a título de compensación, pues “(…) la suma establecida no se ajustará nunca al monto exacto del perjuicio, pero buscará, de alguna manera, restablecer el equilibrio roto con su ocurrencia (…)”
; (ii) la tasación debe realizarse con aplicación del principio de equidad previsto en el artículo 16 de la Ley 446 de 1998; (iii) la determinación del monto debe estar sustentada en los medios probatorios que obran en el proceso y que están relacionados con las características del perjuicio; y (iv) debe estar fundamentada, cuando sea del caso, en otras providencias
.  
82. Para preservar dichos criterios y especialmente para garantizar el principio de igualdad entre quienes acuden a la jurisdicción de lo contencioso administrativo con pretensiones similares, recientemente, mediante sentencia de 27 de agosto de 2014, la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado estableció algunos criterios o baremos que deben ser tenidos en cuenta por el juzgador al momento de decidir el monto a indemnizar en razón de los perjuicios morales causados con ocasión de una lesión corporal, sin perjuicio de que puedan ser modificados cuando las circunstancias particulares del caso así lo exijan. Se dijo: 
Para el efecto se fija como referente en la liquidación del perjuicio moral, en los eventos de lesiones, la valoración de la gravedad o levedad de la lesión reportada por la víctima. Su manejo se ha dividido en seis (6) rangos: 


Deberá verificarse la gravedad o levedad de la lesión causada a la víctima directa, la que determinará el monto indemnizatorio en salarios mínimos. Para las víctimas indirectas se asignará un porcentaje de acuerdo con el nivel de relación en que éstas se hallen respecto del lesionado, conforme al cuadro.  

La gravedad o levedad de la lesión y los correspondientes niveles se determinarán y motivarán de conformidad con lo probado en el proceso. 

Nivel No. 1. Comprende la relación afectiva, propia de las relaciones conyugales y paterno- filiales o, en general, de los miembros de un mismo núcleo familiar (1er. Grado de consanguinidad, cónyuges o compañeros permanentes). Tendrán derecho al reconocimiento de 100 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 50%; a 80 SMLMV en los eventos en que la gravedad de la lesión sea igual o superior al 40% e inferior al 50%;  a 60 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 30% e inferior al 40%; a 40 SMLMV si la gravedad de la lesión es igual o superior al 20% e inferior al 30%;  a 20 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 10% e inferior al 20% y, por último, a 10 SMLMV en los eventos en que la gravedad de la lesión sea igual o superior a 1% e inferior al 10%.

Nivel No. 2. Donde se ubica la relación afectiva, propia del segundo grado de consanguinidad o civil (abuelos, hermanos y nietos). obtendrán el 50% del valor adjudicado al lesionado o víctima directa, de acuerdo con el porcentaje de gravedad de la lesión, como se describe: tendrán derecho al reconocimiento de 50 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 50%; a 40 SMLMV en los eventos en que la gravedad de la lesión sea igual o superior al 40% e inferior al 50%; a 30 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 30% e inferior al 40%; a 20 SMLMV si la gravedad de la lesión es igual o superior al 20% e inferior al 30%; a 10 SMLMV cuando la gravedad de la  lesión sea igual o superior al 10% e inferior al 20% y, por último, a 5 SMLMV en los eventos en que la gravedad de la  lesión sea igual o superior a 1% e inferior al 10%
.

83. Ahora bien, el hecho de que no se cuente con el respectivo dictamen de invalidez, no significa que el juez esté impedido para fijar el respectivo perjuicio, comoquiera que en ese evento bien pude el juez acudir al arbitrio iuris para determinar la suma a indemnizar, teniendo en cuenta, claro está, a otros fallos de casos similares, a fin de respetar el derecho de igualdad.

84. En el caso concreto, considera la Sala que a raíz de las heridas sufridas por el señor Hernando Martínez Novoa, las cuales se encuentran debidamente probadas en el expediente -ver párrafo 33-, tanto el lesionado como sus familiares padecieron un perjuicio moral que debe ser compensado por la parte demandada. 
85. Si bien no obra prueba en el expediente que permita determinar si la lesión sufrida por el señor Martínez Novoa le ocasionó una pérdida en su capacidad laboral de carácter permanente, la Sala considera que es posible tasar el perjuicio en estudio, dando aplicación al principio de igualdad, “lo que hace necesaria la comparación de la situación debatida con otras ya decididas, con fundamento en el análisis de los diferentes aspectos que determinan aquella y éstas, dentro de los cuales deberá tomarse en cuenta, por supuesto, el valor real de la indemnización”
 y, de esta manera, observando cómo se ha estimado el perjuicio moral tanto en casos similares en los que sí se encuentra debidamente demostrada la magnitud de la afección, como en otros en los que no se tiene certeza de ello.

86. En ese sentido, se encuentra que en la sentencia de 16 de septiembre de 2013, se reconoció a favor del demandante, quien con ocasión de la configuración de un daño antijurídico sufrió una disminución bilateral de la sensibilidad auditiva de tipo mixto, una indemnización equivalente a 47 salarios mínimos legales mensuales vigentes
; por su parte, en la sentencia de 26 de abril de 2012, la Sala fijó en 25 salarios mínimos legales mensuales vigentes, el valor de la condena debida a una persona afectada por “(…) hipoacusia neurosensorial moderada en oído derecho y profunda en oído izquierdo”
.

87. De conformidad con estos ejemplos, la Sala considera razonable reconocer en el caso concreto la suma equivalente a 30 salarios mínimos legales mensuales vigentes para el demandante Hernando Martínez Novoa, teniendo en cuenta que si bien él sufrió hipoacustia bilateral con ocasión de la explosión del artefacto explosivo, no está acreditado que la misma fuera severa ni que sus efectos hubieren continuado más allá del 6 de octubre de 2005.
88. Asimismo, comoquiera que están documentadas el parentesco de primer grado que une al lesionado con los demandantes Alan Andrés Felipe Martínez Meléndez y All Erick Frank Martínez Meléndez, así como su calidad de compañero permanente de la señora Fabricia Meléndez Olivo, de conformidad con la jurisprudencia de la Sección Tercera referida con anterioridad considera la Sala pertinente concederles a cada uno de ellos la suma de 30 salarios mínimos, por este concepto.
89. De otra parte, en lo que tiene que ver con los perjuicios morales solicitados por la destrucción del inmueble de propiedad del señor Hernando Martínez Novoa, así como del establecimiento de comercio La Vecina, que allí funcionaba, se recuerda que si bien la jurisprudencia de esta Corporación ha aceptado la posibilidad de que se causen a las personas perjuicios de esta índole derivados de la pérdida de bienes de carácter patrimonial, también ha indicado que aquellos deben estar plenamente acreditados en el expediente, pues no se presumen:

Esta Corporación ha encontrado posible derivar perjuicios morales por la pérdida de bienes; así lo manifestó en sentencia del cinco de octubre de 1989: “Es cierto que dentro de los perjuicios indemnizables se comprenden los morales, entendiendo por éstos el dolor y la tristeza que el hecho dañoso ocasiona a quien sufre el daño, pero también aquí tanto la jurisprudencia como la doctrina están acordes en que tratándose de daño a las cosas ese dolor o tristeza debe tener envergadura suficiente como para justificarse su reparación y que en todo caso debe ser demostrado, pues no se presume”. En cuanto a la prueba de ese daño moral, ha recalcado la Sala que: “la especial naturaleza de este perjuicio implica su cabal demostración, sin que resulte suficiente para darlo por existente -y en consecuencia, para considerarlo indemnizable- con probar la titularidad del derecho y la antijurídica lesión del mismo imputable a una autoridad pública.” De manera que frente al caso concreto, teniendo en cuenta que el dinero es un bien mueble de carácter fungible y que ante la inminencia de su pérdida el demandante dijo haber resultado moralmente afectado, es necesario recurrir a las pruebas obrantes en el expediente, con el fin de establecer si las mismas otorgan a la Sala certeza sobre la existencia y justificación de tal perjuicio
. 

90. Pues bien, considera la Sala que la parte demandante no acreditó suficientemente que se hayan causado dichos perjuicios. En consecuencia, no se accederá a las referidas pretensiones, teniendo en cuenta que probar dichos hechos era una carga que se encontraba en cabeza de los actores, según lo establece el artículo 177 del C.P.C.
.

91. De otro lado, el demandante Hernando Martínez Novoa solicitó que se le reconocieran 200 salarios mínimos por concepto de perjuicio fisiológico o goce de la vida, derivado de las heridas sufridas durante el atentado terrorista, que le ocasionaron defectos estéticos y disminución de la agudeza auditiva. 

92. Sobre el particular, la Sala considera pertinente aclarar que esta categoría de perjuicio inmaterial fue modificada a partir de la sentencia de Sección Tercera del 14 de septiembre de 2011, en la medida en que se adoptó el llamado daño a la salud, en los siguientes términos:

En ese orden de ideas, el concepto de salud comprende diversas esferas de la persona, razón por la que no sólo está circunscrito a la interna, sino que comprende aspectos físicos y psíquicos, por lo que su evaluación será mucho más sencilla puesto que ante lesiones iguales corresponderá una indemnización idéntica
. Por lo tanto, no es posible desagregar o subdividir el daño a la salud o perjuicio fisiológico en diversas expresiones corporales o relacionales (v.gr. daño estético, daño sexual, daño relacional familiar, daño relacional social), pues este tipo o clase de perjuicio es posible tasarlo o evaluarlo, de forma más o menos objetiva, con base en el porcentaje de invalidez decretado por el médico legista. 

(…)

Así las cosas, el daño a la salud permite estructurar un criterio de resarcimiento fundamentado en bases de igualdad y objetividad, de tal forma que se satisfaga la máxima “a igual daño, igual indemnización”
. 

En consecuencia, se adopta el concepto de daño a la salud, como perjuicio inmaterial diferente al moral que puede ser solicitado y decretado en los casos en que el daño provenga de una lesión corporal, puesto que el mismo no está encaminado al restablecimiento de la pérdida patrimonial, ni a la compensación por la aflicción o el padecimiento que se genera con aquél, sino que está dirigido a resarcir económicamente –como quiera que empíricamente es imposible– una lesión o alteración a la unidad corporal de la persona, esto es, la afectación del derecho a la salud del individuo. 

Por lo tanto, cuando el daño tenga origen en una lesión corporal (daño corporal), sólo se podrán reclamar y eventualmente reconocer los siguientes tipos de perjuicios –siempre que estén acreditados en el proceso –: 

i) los materiales de daño emergente y lucro cesante; 

ii) y los inmateriales, correspondientes al moral y a la salud o fisiológico, el primero tendiente a compensar la aflicción o padecimiento desencadenado por el daño, mientras que el último encaminado a resarcir la pérdida o alteración anatómica o funcional del derecho a la salud y a la integridad corporal
. 

Es decir, cuando el daño antijurídico radica en una afectación psicofísica de la persona, el daño a la salud surge como categoría autónoma y, por lo tanto, desplaza por completo denominaciones o tipos de perjuicios abiertos que han sido empleados en otras latitudes, pero que, al igual que en esta ocasión, han cedido paso al daño corporal como un avance jurídico que permite la reparación efectiva y objetiva del perjuicio proveniente de la lesión al derecho constitucional y fundamental a la salud
. 
93. Ahora bien, sobre la forma en la que debe ser tasado el daño a la salud, mediante providencia del 28 de agosto de 2014
, la Sala Plena de la Sección Tercera estableció lo siguiente:

Para la reparación del daño a la salud se reiteran los criterios contenidos en las sentencias de unificación del 14 de septiembre de 2011, exps. 19031 y 38222, proferidas por esta misma Sala, en el sentido de que la regla en materia indemnizatoria, es de 10 a 100 SMMLV, sin embargo en casos de extrema gravedad y excepcionales se podrá aumentar hasta 400 SMMLV, siempre que esté debidamente motivado
. 

Lo anterior, en ejercicio del arbitrio iudice, para lo cual se tendrá en cuenta la gravedad y naturaleza de la lesión padecida, para tal efecto se utilizarán –a modo de parangón– los siguientes parámetros o baremos: 

	GRAVEDAD DE LA LESIÓN

	Víctima

	Igual o superior al 50%
	100 SMMLV

	Igual o superior al 40% e inferior al 50%
	80 SMMLV

	Igual o superior al 30% e inferior al 40%
	60 SMMLV

	Igual o superior al 20% e inferior al 30%
	40 SMMLV

	Igual o superior al 10% e inferior al 20%
	20 SMMLV

	Igual o superior al 1% e inferior al 10%
	10 SMMLV


94. Ahora bien, la jurisprudencia de unificación del Consejo de Estado
 también previó que era posible que estuvieran acreditados daños a la salud, aun cuando no se hubiera practicado un examen que estableciera un porcentaje de la pérdida de capacidad laboral de la víctima, o cuando habiéndose practicado, este no arrojara ningún resultado por tratarse de una lesión de índole temporal. Sobre el particular se dijo:

En primer lugar, es necesario aclarar que, a la luz de la evolución jurisprudencial actual, resulta incorrecto limitar el daño a la salud al porcentaje certificado de incapacidad, esto es, a la cifra estimada por las juntas de calificación cuando se conoce. Más bien se debe avanzar hacia un entendimiento más amplio en términos de gravedad de la afectación corporal o psicofísica, debidamente probada dentro del proceso, por cualquiera de los medios probatorios aceptados, relativa a los aspectos o componentes funcionales, biológicos y psíquicos del ser humano. Para lo anterior el juez deberá considerar las consecuencias de la enfermedad o accidente que reflejen alteraciones al nivel del comportamiento y desempeño de la persona dentro de su entorno social y cultural que agraven la condición de la víctima. Para estos efectos, de acuerdo con el caso, se podrán considerar, entre otras, las siguientes variables: 

- La pérdida o anormalidad de la estructura o función psicológica, fisiológica o anatómica (temporal o permanente)

- La anomalía, defecto o pérdida producida en un miembro, órgano, tejido u otra estructura corporal o mental. 

-La exteriorización de un estado patológico que refleje perturbaciones al nivel de un órgano. 

- La reversibilidad o irreversibilidad de la patología. 

- La restricción o ausencia de la capacidad para realizar una actividad normal o rutinaria. 

- Excesos en el desempeño y comportamiento dentro de una actividad normal o rutinaria. 

- Las limitaciones o impedimentos para el desempeño de un rol determinado. 

- Los factores sociales, culturales u ocupacionales. 

- La edad. 

- El sexo. 

-El dolor físico, considerado en sí mismo.

-El aumento del riesgo vital o a la integridad

-Las condiciones subjetivas que llevan a que una determinada clase de daño sea especialmente grave para la víctima (v.gr. pérdida de una pierna para un atleta profesional) 

 Prima facie, la distinción podría parecer un simple matiz, por lo que se ha de insistir en las implicaciones de esta precisión. Básicamente, se cambia de una concepción primordialmente cuantitativa en donde el criterio de tasación consiste en un porcentaje, a una concepción cualitativa del daño objetivo, en la que lo que predomina es la noción de gravedad de la alteración psicofísica, frente a la cual existe libertad probatoria. Sobre este punto la Sala ha de insistir en que no hay en la Constitución o en la normatividad infraconstitucional fundamento alguno para constituir los dictámenes sobre porcentajes de invalidez de las juntas de calificación de invalidez en prueba única e incontestable de la gravedad del daño. 
Por lo demás, se ha de notar que el concepto cualitativo de alteración psicofísica tiene una mayor extensión el relacionado con el mero porcentaje de incapacidad, especialmente cuando éste se entiende referido a lo meramente laboral. Esto es así porque existen circunstancias de afectación la integridad física o de limitación de funciones, cuya gravedad y aptitud para afectar la calidad de vida no se alcanzan a reflejar adecuadamente en la medición meramente cualitativa de la incapacidad (…). 

También se unifica la jurisprudencia en lo relativo al tema espinoso del daño temporal. En efecto, al dejarse claro que la duración del daño es factor a tener en cuenta para la tasación del mismo, se aclara que el carácter permanente de la alteración o la secuela no es requisito esencial para el reconocimiento del perjuicio a la salud. Y es que, en efecto, la Sala no encuentra razones para estimar que el daño que se ha curado o mitigado jamás tuvo lugar (falseamiento de los hechos) o, lo que es aún más peligroso, que los sujetos están obligados a soportar la afectación del bien jurídico de la salud siempre y cuando ésta sea reversible. Según esta absurda hipótesis, en efecto, tendría sentido desestimar las pretensiones de alguien que padeció una incapacidad total durante varios años y luego se recuperó, bajo el argumento de que el daño fue revertido. En esta misma línea se ha de aclarar también, que la Sala abandona definitivamente la tesis de que solo se ha de indemnizar lo que constituya una alteración grave de las condiciones de existencia. En efecto, dado que no es razonable suponer que alguien tenga el deber de soportar la alteración psicofísica de menor entidad, no existe razón para desestimar su antijuridicidad y, por tanto, su mérito indemnizatorio.

En igual sentido, se entenderá aquí que, en tanto que el concepto de salud no se limita a la ausencia de enfermedad, cabe comprender dentro de éste la alteración del bienestar psicofísico debido a condiciones que, en estricto sentido, no representan una situación morbosa, como por ejemplo, la causación injustificada de dolor físico o psíquico (estados de duelo). Y es que, en efecto, el dolor físico o psíquico bien pueden constituirse, en un momento dado, en la respuesta fisiológica o psicológica normal a un evento o circunstancia que no tenía por qué padecerse. 

En conclusión se puede decir que se avanza a una noción más amplia del daño a la salud, que se pasa a definir en términos de alteración psicofísica que el sujeto no tiene el deber de soportar, sin importar su gravedad o duración y sin que sea posible limitar su configuración a la existencia de certificación sobre la magnitud de la misma. 

Es menester aclarar que la apertura definitiva del espectro probatorio para la acreditación del daño a la salud puede generar circunstancias en las que, como en el caso sub lite, se pueda acreditar la existencia de un cierto tipo de alteración psicofísica, sin que ello comporte certeza sobre su naturaleza, intensidad y duración. En estos casos, bien puede el juez acudir a la literatura científica para complementar e interpretar las pruebas obrantes en el proceso. Esta afirmación debe ser cuidadosamente distinguida de la aceptación de que la literatura científica pueda ser tenida como reemplazo absoluto de las pruebas concernientes a los hechos singulares discutidos en el proceso, como lo son la historia clínica, o demás pruebas documentales o testimoniales. Lo que se afirma, más bien es que la literatura científica se acepta como criterio hermenéutico del material probatorio en aquellos casos en los que éste no resulta suficientemente conclusivo.
95. En el mismo sentido, el Consejo de Estado
 indicó que en esos casos, la liquidación del perjuicio debe realizarse de la siguiente manera: “(…) la Sala unifica su jurisprudencia en relación con la indemnización del daño a la salud por lesiones temporales en el sentido de indicar que, para su tasación, debe establecerse un parangón con el monto máximo que se otorgaría en caso de lesiones similares a aquellas objeto de reparación, pero de carácter permanente y, a partir de allí, determinar la indemnización en función del período durante el cual, de conformidad con el acervo probatorio, se manifestaron las lesiones a indemnizar”.

96. En el sub lite, se advierte que está debidamente probado que el demandante sufrió una alteración fisiológica con ocasión de la detonación de un artefacto explosivo en su establecimiento de comercio, situación que le produjo una disminución en su capacidad auditiva, la cual está debidamente comprobada, de conformidad con la historia clínica obrante en el expediente.

97. Ahora bien, al no haberse practicado un dictamen que determinara su capacidad laboral, la Sala desconoce si la lesión sufrida tuvo un carácter reversible o irreversible. Sin embargo, de conformidad con la declaración rendida por la señora Luz Stella Rodríguez Perdomo, se puede determinar que para el 6 de octubre de 2005 el señor Martínez aún no había recuperado completamente su sentido del oído.
98. Por ese motivo, se concluye que en el expediente está probado que el señor Martínez Novoa sufrió un daño a la salud, por las afectaciones fisiológicas y sociales que le produjo la pérdida de su sentido de la audición, por un periodo que, por lo menos, se extendió durante 3 años y 6 meses.

99. Así las cosas, para su liquidación se tendrá en cuenta que por afecciones de similar naturaleza -ver párrafo 86- los demandantes en los procesos ya referenciados sufrieron una pérdida en su capacidad laboral de 23, 05% y 33, 65%, respectivamente, valores que de conformidad con los baremos de esta Corporación darían lugar a una indemnización de entre 40 y 60 salarios mínimos legales mensuales vigentes que, promediadas, darían como resultado un valor de 50 salarios mínimos. 
100. Ahora bien, comoquiera que no está demostrado que el perjuicio causado fuera permanente, el mismo debe reducirse teniendo en cuenta el periodo probado durante el cual se produjo el daño a la salud. Comoquiera que dicho tiempo asciende a 3 años y 6 meses, la Sala considera que es del caso otorgarle al actor un 50% de la suma antedicha, operación que arroja como resultado 25 salarios mínimos legales mensuales vigentes, los cuales se le concederán al señor Hernando Martínez  Novoa como indemnización por el daño a la salud que padeció.  

101. De otro lado, la parte demandante solicitó que se le reconociera por concepto de daño material, en la modalidad de daño emergente, la suma de doscientos millones de pesos ($200 000 000), derivada de la destrucción del inmueble con matrícula inmobiliaria n.º 540-0000548 y de la destrucción del establecimiento de comercio La Vecina. 

102. En primer término, es preciso advertir que está claro el perjuicio material sufrido por el actor Hernando Martínez Novoa, teniendo en cuenta que demostró en el plenario que era propietario de un inmueble ubicado en el casco urbano de la ciudad de Puerto Carreño, identificado con el número catastral 01-0-018-004-000, y del establecimiento de comercio que allí se ubicaba, denominado “La Vecina”, y también acreditó que estos bienes resultaron destruidos por la detonación de un artefacto explosivo el 30 de marzo de 2002 -ver párrafos 29, 30 y 32-. 

103. Sin embargo, la Sala considera que no obran en el expediente elementos suficientes para proceder a determinar la cuantía del perjuicio sufrido por el demandado. Si bien es cierto que el perito evaluador Ángel Salomón Buitrago Ortiz rindió dictamen al respecto el 23 de septiembre de 2005 por (f. 278-290, c. 1) y que el mismo no fue objetado, considera la Sala que el mismo no ofrece credibilidad probatoria suficiente. 

104. Al respecto de la valoración de dicho medio de prueba, se ha pronunciado el Consejo de Estado, en los siguientes términos: 

Ha considerado la Sala que para que el dictamen de expertos que obre en el proceso, pueda tener eficacia probatoria se requiere que: (i) el perito informe de manera razonada lo que de acuerdo con sus conocimientos especializados sepa de los hechos; (ii) su dictamen sea personal y contenga conceptos propios sobre las materias objeto de examen y no de otras personas por autorizadas que sean, sin perjuicio de que pueda utilizar auxiliares o solicitar por su cuenta el concurso de otros técnicos, bajo su dirección y responsabilidad; (iii) que el perito sea competente, es decir, un verdadero experto para el desempeño del cargo; (iv) que no exista un motivo serio para dudar de su imparcialidad; (v) que no se haya probado una objeción por error grave; (vi) que el dictamen esté debidamente fundamentado y sus conclusiones sean claras firmes y consecuencia de las razones expuestas; (vii) que sus conclusiones sean conducentes en relación con el hecho a probar; (viii) que se haya surtido la contradicción; (ix) que no exista retracto del mismo por parte del perito; (x) que otras pruebas no lo desvirtúen y (xi) que sea claro, preciso y detallado, es decir, que dé cuenta de los exámenes, experimentos e investigaciones efectuadas, lo mismo que de los fundamentos técnicos, científicos o artísticos de las conclusiones
. 
105. Pues bien, en el presente caso se encuentra que el perito, tras advertir que con ocasión de la detonación del explosivo había quedado totalmente destruido el inmueble de propiedad del señor Martínez Novoa, procedió a hacer un recuento del estado de la edificación antes del acaecimiento del siniestro
, sin que en ningún momento informara de forma razonada cuál había sido el procedimiento seguido para arribar a tal conocimiento, ni adjuntara los soportes de sus afirmaciones, más allá de aquellos medios de prueba que ya se encontraban en el expediente.
106. Tras realizar el anterior razonamiento, para efectos de liquidar los perjuicios causados al demandante por concepto de daño emergente, el auxiliar de la justicia se limitó a actualizar a la fecha del dictamen los montos de los contratos de reconstrucción aportados por la parte actora, en los siguientes términos:
CONSTRUCCIÓN Y MEJORAS por valor de ……. $145.000.000

Valor que conforme a [el] contrato de obra civil obrante en el proceso, se procedió a actualizarlos, lo que nos arroja el valor antes citado; igualmente, teniendo en cuenta la localización, vías de penetración, extensión, forma geométrica, topografía, antigüedad, influencia, ubicación del inmueble destruido. 

BIENES, MUEBLES, ENSERES, MERCANCÍAS Y ELECTRODOMÉSTICOS

Valor total relacionado pormenorizado considerado en ……… $ 80.610.000

Valor tomado con base en la relación que se anexa
.

DAÑO EMERGENTE

El daño emergente está considerado en la suma de $80.610.000 por los daños de los bienes muebles, enseres, mercancías, electrodomésticos y decoraciones, según relación adjunta (resaltado del texto).

107. En cuanto a los documentos y prueba en los que se apoya el dictamen, el perito adujo lo siguiente: “[p]ara soportar el valor del dictamen, allego prueba documental, entre ellas planos del inmueble, del local, apartamento e instalaciones, área construida y destruida; igualmente relación detallada de los muebles, enseres, decoraciones y todos los utensilios que se utilizan en un establecimiento de esta categoría. Además anexo fotocopias de las tomas fotográficas en que quedó el establecimiento o las construcciones de dicho establecimiento y apartamento. De otra parte en el proceso obran diversas pruebas que igualmente fueron valoradas por el perito, entre ellas, Matrícula mercantil No. 77785, de Villavicencio. Contrato de suministro o dotación, de fecha octubre 29 de 2.002, suscrito por HERNANDO MARTÍNEZ y PEDRO JOSÉ CONTRERAS, por valor de $62.698,00 pesos. Contrato Civil de Obra entre HERNANDO MARTÍNEZ y HENRY CAÑÓN MONTAÑO, por valor de $116.523.500,00 pesos y testimonios” (resaltado del texto).
108. De conformidad con lo expuesto, es claro que el auxiliar de la justicia para efectuar su encargo, se limitó a confiar en las valoraciones de los daños que ya habían realizado los contratistas a los que acudió el demandante para reconstruir su inmueble, sin que en ningún momento procediera a determinar, por su propia cuenta, cuáles fueron los daños causados por el artefacto explosivo y cuánto valdría para el momento del siniestro repararlos.
109. Por ello, concluye la Sala que el dictamen no cumple con el requisito de ser personal, puesto que, a efectos de la valoración de los daños, no recoge ninguna conclusión que provenga de la experiencia del perito, sino que, simplemente, recoge el criterio de terceros.
110. Adicionalmente, se encuentra que el dictamen no está debidamente fundamentado, ni es claro, preciso y detallado, teniendo en cuenta que nada dice respecto del procedimiento que se sigue para arribar a las conclusiones finalmente adoptadas -al punto que se desconoce si realizó una inspección del lugar-, ni mucho menos da cuenta de los fundamentos técnicos de las conclusiones adoptadas. Por último, se echa en falta un aparte en el que el auxiliar de la justicia documente debidamente la fuente de su experiencia sobre el asunto.

111. Ahora bien, podría pensarse que la Sala, para cuantificar el perjuicio causado, podría limitarse a valorar para el efecto los contratos de obra y de “dotación” celebrados por el señor Martínez Novoa con los señores Henry Cañón Montaño y Pedro José Contreras Hernández (f. 68-75, c. 1), respectivamente, los cuales fueron reconocidos por sus autores dentro de las diligencias de recepción de testimonios celebradas durante la primera instancia (f. 269-270, 195-198, c. 1).

112.  Sin embargo, se estima que lo allí consignado no resulta suficiente para el efecto, teniendo en cuenta que, como bien lo indicó la parte demandada, resulta imposible determinar si al realizar dichos contratos el ahora demandante se limitó a reconstruir el inmueble en idénticas condiciones y a abastecer el establecimiento de comercio con los mismos suministros y bienes muebles que tenía antes de la detonación del artefacto explosivo, o si por el contrario, teniendo en cuenta las circunstancias de ese momento, reconstruyó apenas parcialmente el inmueble o el establecimiento de comercio o, al contrario, mejoró sustancialmente sus condiciones.

113. Así las cosas, debe proferirse condena en abstracto, a fin de que en el trámite del incidente que promueva la parte demandante se determine la cuantía de la indemnización, según lo previsto en el artículo 172 del Código Contencioso Administrativo. La citada norma dispone:
Las condenas al pago de frutos, intereses, mejoras, perjuicios y otros semejantes, impuestas en auto o sentencia, cuando su cuantía no hubiere sido establecida en el proceso, se hará en forma genérica, señalando las bases con arreglo a las cuales se hará la liquidación incidental, en los términos previstos en los artículos 178 del Código Contencioso Administrativo y 137 del Código de Procedimiento Civil.
Cuando la condena se haga en abstracto se liquidará por incidente que deberá promover el interesado, mediante escrito que contenga la liquidación motivada y especificada de su cuantía, dentro de los sesenta días siguientes a la ejecutoria de aquél o a la fecha de la notificación del auto de obedecimiento al superior, según fuere el caso. Vencido dicho término caducará el derecho y el juez rechazará de plano la liquidación extemporánea. Dicho auto es susceptible del recurso de apelación.
114. Como se observa, es necesario que la sentencia de condena señale las bases que deban servir de parámetro para la realización de la liquidación. La Sala procede, entonces, a fijar los parámetros para la liquidación de la condena en abstracto, en los siguientes términos:

115. En primer lugar, si bien en la demanda no se precisó cuál de los demandantes era el beneficiario por la indemnización de los perjuicios materiales, debe aclararse que sólo puede repararse, por este rubro, al señor Hernando Martínez Novoa, que fue quien acreditó ser el propietario del inmueble y del establecimiento de comercio que resultaron destruidos.

116. En segundo orden, considera la Sala que no es procedente reconocer como indemnización de perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente, una suma que sea superior a la que por ese concepto se solicitó en la demanda, esto es $200 000 000. Ahora bien, de conformidad con lo establecido en el artículo 178 del Código Contencioso Administrativo
, se deberá actualizar la suma antes mencionada, para que pueda servir de monto máximo de la indemnización de perjuicios que finalmente se liquide en el incidente correspondiente. La actualización deberá realizarse según el índice de precios al consumidor, y con aplicación de la fórmula de actualización que reiteradamente ha sido aplicada por el Consejo de Estado.

117. En tercer lugar, dentro del trámite del incidente de liquidación de la condena, podrá ordenarse la realización de un nuevo dictamen pericial realizado por un auxiliar de la justicia con experticia probada en la valoración de bienes muebles e inmuebles, a partir del cual pueda determinarse el valor al que ascendieron los daños causados por la explosión del artefacto explosivo el 30 de marzo de 2011.

118. Para dicho efecto es preciso que haga un estudio respecto del contrato celebrado por el demandante para la reconstrucción del inmueble, para lo cual deberá analizar si cada uno de los ítems que allí se señalan bajo el concepto de “descripción de los trabajos” corresponden a las labores que se debieron acometer para la restauración del inmueble o si, por el contrario, tienen por objeto la construcción de estructuras diferentes de aquellas que resultaron estropeadas.
119. Para ese efecto deberá verificar si dichos trabajos concuerdan con la estructura del establecimiento de comercio y de la casa de habitación, de conformidad con lo que al respecto se señaló en las inspecciones judiciales celebradas en el inmueble, tras su destrucción, y en las respectivas fotografías que lo acompañan.

120. Respecto de aquellos trabajos sobre los cuales concluya que en efecto corresponden a labores necesarias para la reconstrucción del inmueble, deberá tasar su valor, de forma independiente, teniendo en cuenta la mano de obra empleada y el valor de los materiales usados, para la fecha de los hechos. Para ese ejercicio deberá tener en cuenta los mayores costos que pudiera generar el transporte de ellos hasta Puerto Carreño y la difícil situación de orden público del municipio. La suma obtenida deberá ser actualizada teniendo en cuenta la fecha del auto en la que se decida de fondo el incidente.
121. Asimismo, en lo que tiene que ver con el contrato de suministro, deberá establecer si los bienes que allí se señalan corresponden a aquellos que se perdieron con ocasión de la explosión, para lo cual es preciso que determinar si su naturaleza resulta compatible con la de un establecimiento de comercio que presta un servicio de cafetería y de venta de licores, teniendo en cuenta las condiciones sociales, físicas y económicas de la localidad. Adicionalmente, deberá verificar que el número de los elementos adquiridos guarde consonancia con el tamaño del establecimiento para la fecha del siniestro.

122. Con base en lo anteriormente consignado, le corresponde al perito tasar de forma independiente cada uno de los anteriores compuestos, a fin de determinar el valor total de la pérdida material que sufrió el señor Martínez. La suma resultante deberá ser actualizada teniendo en cuenta la fecha del auto en la que se decida de fondo el incidente. Para ese fin deberá acudir a instituciones comerciales que guarden registro del precio de productos equivalentes para la fecha de los hechos, y tener en cuenta, de nuevo, el valor del transporte hasta el municipio de Puerto Carreño. 
123. Adicionalmente, deberá acompañar el experticio con cada uno de los soportes que fueron usados para la tasación del valor de los bienes muebles que resultaron destruidos, así como de las labores que el demandante se vio obligado a acometer para la reconstrucción del inmueble, a fin de que el tribunal a quo, en el incidente de liquidación, pueda verificar la probidad de las conclusiones a las que llegó el auxiliar de la justicia
124. De otra parte, el demandante solicitó que se le indemnizaran los perjuicios materiales causados, en la modalidad de lucro cesante, por las sumas que dejó de percibir con ocasión de la destrucción del establecimiento de comercio La Vecina, teniendo en cuenta que la actividad económica que allí se realizaba le reportaba un beneficio mensual de cinco millones de pesos ($ 5 000 000), el cual, acumulado hasta el momento en el que se dictara segunda instancia, daba como resultado un valor de por lo menos cuatrocientos veinte millones de pesos ($420 000 000).

125. Para acreditar el monto de dicho perjuicio, en el expediente sólo obra el dictamen pericial rendido el 23 de septiembre de 2005 (f. 278-290, c. 1), el cual para la Sala resulta del todo insuficiente para el efecto. Efectivamente, en lo que atañe al lucro cesante, en el experticio se consignó lo siguiente:

El anterior monto de los bienes afectados y correspondientes al establecimiento comercial citado, conforme a principios de la economía comercial, como estudios de entidades como FENALCO, produce INGRESO BRUTO DEL DIEZ POR CIENTO (10%); es decir, $8.061.000 como utilidad bruta, es decir previoa (sic) a las deducciones comerciales y legales o costos y gastos.

Se aclara que el porcentaje tomado del 10% corresponde al mínimo para negocios relacionados con venta de bebidas alcohólicas y refrescantes; lo anterior, por que (sic) la industria de la cerveza y licores contempla como utilidad bruta dicho porcentaje. De otra parte, según el municipio, establecimiento, categroia (sic) y ubicación el porcentaje de utilidad puede ser hasta del 35% o más.

Valor de establecimiento Comercial, $80.610.000

Utilidad bruta mensual, 10% sobre el valor comercial
$8.061.000

De lo anterior se deducen los gastos de administrador servicios públicos, costos de licor, nómina, impuestos e imprevistos, por la suma de $3.546.000,00 pesos mensuales. El 44% de la utilidad bruta
$3.546.000

Quedando utilidad neta mensual que dejaba el establecimiento comercial denominado ‘La Vecina’
 $4.515.000

La utilidad neta mensual, que ha dejado de percibir desde el 30 de marzo de 2002 (fecha de los hechos) hasta el día 30 de agosto de 2005, fecha del peritazgo. Es decir 40 meses, hasta el 30 de julio de 2.005.; es decir que los $4.515.000,00 pesos x 40 meses, arrojan un valor de $180.600.000.00 EL CUAL CORRESPONDE AL LUCRO CESANTE DESDE EL DÍA DE LOS HECHOS Y HASTA EL 30 DE JULIO DE 2.005 (resaltado del texto).

126. Pues bien, para la Sala no es posible otorgarle valor probatorio a dichas conclusiones, teniendo en cuenta que el factor a partir del cual se ha determinado el valor de los ingresos brutos, esto es, el valor del establecimiento de comercio, no fue determinado adecuadamente, de conformidad con lo que ya se señaló en los párrafos precedentes -ver párrafos 105 a 110-. Por ese motivo, el resultado de la operación aritmética adelantada por el auxiliar de la justicia se encuentra viciado.

127. Pero adicionalmente, se encuentra que el perito no justificó adecuadamente la metodología empleada para encontrar la utilidad neta del establecimiento de comercio La Vecina. Si bien arguyó que de conformidad con estudios de Federación Nacional de Comerciantes-Fenalco usualmente la utilidad bruta de un establecimiento de comercio equivale al 10% de sus activos, y que la utilidad neta corresponde al 55% de ese valor, omitió aportar copia de las investigaciones que arribaron a esa fórmula o presunción, sin que tampoco aportara los datos suficientes que permitiera a esta Corporación verificar su autenticidad.
128. Por ello, en lo que atañe a este perjuicio se impone también proferir una condena in genere, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 172 del C.C.A. Para tal efecto, deberán seguirse los parámetros expuestos con anterioridad para la liquidación del daño emergente causado, esto es, que la condena sólo podrá beneficiar al señor Hernando Martínez Novoa y que deberá respetarse el principio de congruencia con base en lo decidido en la demanda.

129. Adicionalmente, el auxiliar judicial designado para rendir el peritaje correspondiente deberá determinar con criterios técnicos y científicos la utilidad que hubiera podido generar la explotación del establecimiento de comercio La Vecina, para lo cual no basta con aplicar las fórmulas matemáticas previstas para el efecto -las cuales en cualquier caso deberán estar debidamente justificadas y soportadas-, sino que también deberá tener en cuenta variables como la ubicación del inmueble, la afluencia del público, la capacidad económica de sus usuarios, entre otras.

130. De otro parte, de conformidad con la jurisprudencia de esta Corporación este perjuicio en principio sólo debe indemnizarse por un periodo de 6 meses
, teniendo en cuenta que ese es el plazo que se ha considerado apropiado para que se reemprenda la actividad económica que se truncó por el acaecimiento del daño antijurídico. Sin embargo, comoquiera que en el presente caso se tiene debidamente acreditada la fecha en la cual se produjo la reconstrucción del inmueble, la indemnización deberá extenderse hasta esa última fecha.

131. En efecto, de conformidad con el contrato celebrado entre el demandante y el señor Cañón Montaño, está probado que la reconstrucción del bien debió culminar el 28 de febrero de 2003 (f. 68, c. 1). Por ese motivo, para liquidar el lucro cesante, el tribunal deberá multiplicar la utilidad mensual del establecimiento de comercio, determinada por el perito, por un periodo total de 11,16 meses.

132. Cabe reiterar que al auxiliar de la justicia le corresponde allegar con el peritaje los soportes que demuestren los criterios que tuvo en cuenta para calcular el lucro cesante causado al ahora demandante.

VIII. Costas 

133. En la demanda se solicitó que se reconociera a favor del actor los gastos judiciales y los honorarios del abogado que se vio obligado a cancelar por la falla del servicio en el que incurrió la entidad demandada. No obstante, encuentra la Sala que no hay lugar a la imposición de costas, debido a que no se evidencia en el caso concreto actuación temeraria de ninguna de las partes, condición exigida por el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 para que se proceda de esta forma.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “B”, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,
FALLA

PRIMERO: REVOCAR la sentencia de 15 de abril de 2009, proferida por el Tribunal Administrativo del Meta, por medio de la cual se negaron las súplicas de la demanda.

SEGUNDO: En su lugar, DECLARAR administrativa, extracontractual y patrimonialmente responsable a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional por los daños causados a los demandantes con ocasión del ataque terrorista perpetrado por insurgentes de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, el 30 de marzo de 2002.

TERCERO: CONDENAR a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional a pagar a favor a cada uno de los demandantes Hernando Martínez Novoa, Fabriciana Meléndez Olivo, Alan Andrés Felipe Martínez Meléndez y All Erick Frank Martínez Meléndez la suma de treinta (30) salarios mínimos legales mensuales vigentes, por concepto de los perjuicios morales causados

CUARTO: CONDENAR a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional a pagar a favor del demandante Hernando Martínez Novoa la suma de 25 salarios mínimos legales mensuales vigentes, por concepto de daño a la salud.

QUINTO: CONDENAR a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional en abstracto al pago de los perjuicios irrogados a título de perjuicios materiales en las modalidades de daño emergente y lucro cesante, a favor del señor Hernando Martínez Novoa, los cuales se liquidarán mediante incidente de acuerdo con lo expuesto en la parte motiva de esta sentencia.

SEXTO: DENEGAR las demás pretensiones de la demanda.

SÉPTIMO: Para el cumplimiento de esta sentencia DESE APLICACIÓN a lo dispuesto en los artículos 176, 177 y 178 del Código Contencioso Administrativo.

OCTAVO: EXPEDIR, por Secretaría, copias con destino a las partes, con las precisiones del artículo 115 del Código de Procedimiento Civil y se entregarán a quien ha venido actuando como apoderado judicial.
En firme este proveído, devuélvase al tribunal de origen para lo de su cargo.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO

Presidenta de la Subsección 

RAMIRO PAZOS GUERRERO

Magistrado

DANILO ROJAS BETANCOURTH

Magistrado

NIVEL 1





NIVEL 2





NIVEL 3





NIVEL 4





NIVEL 5 





GRAVEDAD DE LA LESIÓN 





Víctima directa 





y relaciones 





afectivas 





conyugales y 





paterno- 





filiales





r





elación afectiva 





del 2º de 





consanguinidad 





o civil (abuelos,  





hermanos y 





nietos)





Relación afectiva 





del 3º de 





consanguinidad 





o civil





Relación 





afectiva del 4º 





de 





consanguinidad 





o civil.





Relaciones 





afectivas no 





familiares - 





terceros 





damnificados





SMLMV





SMLMV





SMLMV





SMLMV





SMLMV





Igual o superior al 50%





100





50





35





25





15





Igual o superior al 40% e inferior al 





50%





80





40





28





20





12





Igual o superior al 30% e inferior al 





40%





60





30





21





15





9





Igual o superior al 20% e inferior al 





30%





40





20





14





10





6





Igual o superior al 10% e inferior al 





20%





20





10





7





5





3





Igual o superior al 1% e inferior al 10%





10





5





3,5





2,5





1,5





GRAFICO No. 2





REPARACION DEL DAÑO MORAL EN CASO DE LESIONES








� La cual finalmente no fue exitosa, por la falta de ánimo conciliatorio de la parte demandada.


� La pretensión mayor, correspondiente al daño material por lucro cesante, fue estimada en $ 420 000 000, monto que supera la cuantía necesaria para que un proceso iniciado en el año 2002 fuera de doble instancia ($ 26 390 000). Se aplica en este punto el artículo 132 del Código Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 40 de la Ley 446 de 1998.   


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 25 de abril de 2012, exp. 22377, C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.


� “Ahora bien, en los casos en donde las partes guardan silencio frente a la validez y admisibilidad de dichos medios de convicción trasladados, y además se trata de un proceso que se sigue en contra de una entidad del orden nacional, en el que se pretenden hacer valer los testimonios que, con el pleno cumplimiento de las formalidades del debido proceso, han sido recaudados en otro trámite por otra entidad del mismo orden, la Sala unifica su jurisprudencia en el sentido de afirmar que la persona jurídica demandada –la Nación- es la misma que recaudó las pruebas en una sede procesal diferente, lo que implica que, por tratarse de testimonios recopilados con la audiencia de la parte contra la que se pretenden hacer valer en el proceso posterior, son plenamente admisibles y susceptibles de valoración, según la interpretación más estricta que pueda hacerse de las formalidades establecidas en el artículo 229 del Código de Procedimiento Civil, según las cuales la ratificación de las declaraciones juramentadas trasladadas sólo es necesaria ‘… cuando se hayan rendido en otro [proceso], sin citación o intervención de la persona contra quien se aduzcan en el posterior…’”. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 11 de septiembre de 2013, exp. 1994-07654 (20601), C.P. Danilo Rojas Betancourth. 


� De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 168 del Decreto 01 de 1984, en los procesos contencioso administrativos son aplicables las normas del Código de Procedimiento Civil sobre la validez de los medios de prueba, la forma de practicarlas y los criterios de valoración. La Sala valorará los documentos presentados en copia simple, de acuerdo con lo dispuesto por la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado en sentencia de unificación jurisprudencial del 28 de agosto de 2013, expediente 25022, C.P. Enrique Gil Botero, en la cual se estableció que las copias simples serían valoradas en “(…) los procesos ordinarios contencioso administrativos (objetivos o subjetivos) en los cuales las partes a lo largo de la actuación han aportado documentos en copia simple, sin que en ningún momento se haya llegado a su objeción en virtud de la tacha de falsedad (v.gr. contractuales, reparación directa, nulidad simple, nulidad y restablecimiento del derecho), salvo, se itera, que exista una disposición en contrario que haga exigible el requisito de las copias auténticas”.


� “(…) revisados los archivos de la Unidad, se encontró que el día 30 de marzo de 2002 aproximadamente a las 2300 R, detonó un artefacto explosivo en la razón social “Mi Vecina” ubicada en la plaza central frente al parque Simón Bolívar de la ciudad de Puerto Carreño – Vichada, que según información de inteligencia técnica y humana se tiene que al parecer este acto terrorista fue perpetrado por miembros del Frente 16 de las FARC-ONT que delinquen en esta jurisdicción al mando del sujeto TOMÁS MEDINA CARACAS alias “Negro Acacio” y llevada a cabo al parecer por el sujeto FREDU TRIANA BELTRÁN alias “Chirstian (sic) – Fredy o Chunchuya” séptimo al mando del Frente 16 de las FARC-ONT”.


� “Analizando que dentro de los vestigios encontrados en el lugar de los hechos como en uno de los lesionados, se halló trozos (sic) pequeños de lata que no corresponden a ningún elemento conocido del establecimiento y teniendo en cuenta la forma y tamaño del cráter, se concluye que el contenedor del A.E.I. [artefacto explosivo improvisado] se trató de un recipiente metálico (tarro) pequeño. // Analizando los daños causados, el tamaño y la forma del Cráter y el olor de los residuos dentro del mismo, se concluye que pudo tratarse de Pólvora Cloratada Comprimida o un derivado de Clorato de Potasio (ilegible) en pequeña cantidad (…). // En el lugar de los hechos no se encontró ningún elemento o vestigio que nos demuestre el medio de ignición utilizado para la activación del A.E.I. Teniendo en cuenta la anterior observación, se analizó en inspección judicial lo siguiente: - no pudo haber sido de sistema pirotécnico ya que emanaría humo y olor característico a pólvora, sería detectado fácilmente. – De medio eléctrico directo, habría presencia de cableado externo, se observaría. De lo anterior se concluye que la Subversión instaló un A.E.I. de pequeña proporción utilizando para ello un tarro metálico y sistema de ignición eléctrica con temporizador (cronómetro), el cual fue programado su tiempo y dejado por un sujeto que ingresó en el establecimiento, se sentó en la silla que se encontraba más próxima a la columna principal contra la puerta de salida (…)”.


� La declarante es vecina del municipio de Puerto Carreño: “Yo me enteré de lo que había sucedido al día siguiente y pude constatar cómo estaba herido HERNANDO y observar en la forma como había quedado destruido el establecimiento y el comentario en el pueblo era de que había sido una bomba que habían colocado las FARC”.


� El infante se encontraba presente en el lugar de los hechos: “(…) a las once de la noche me encontraba en la iglesia y decidí ir a tomarme una gaseosa en la cafetería llamada La Vecina, en el lugar encontré al Infante Montoya (Q.E.P.D.) y al infante SOTO (Q.E.P.D.), Montoya me preguntó que quería tomar y yo le dije no, yo voy a comprar una gaseosa para tomármela con un chuzo que venden al frente, me dijo ven y te presento unas amigas, que una de ellas era la novia de él, en ese momento salió un disco, un merengue y la amiga de ella me dijo bailamos y yo le dije como no, estando en la pista de baila salió un estallido y sentí que todo se cayó, la bomba explosiva me tumbó y me intenté parar y no podía, me volví a parar y salí como pude de ese lugar y decidí salir hacia el Batallón”.


� El infante de marina se encontraba presente en el lugar de los hechos: “(…) de ahí bajamos y entramos a tomarnos dos limonadas, o preparada (sic) en la cafetería llamada la Vecina, porque al frente donde venden chorizos, picadas, no venden gaseosas, al momento de la explosión el Infante Peña Giraldo y yo nos encontrábamos dentro de la cafetería, dentro de la cafetería vi al Infante Profesional Taborda, Infante Profesional Soto (Q.E.P.D.) y al infante Montoya (Q.E.P.D.) que se encontraban solos, de un momento a otro sonó un estruendo como una explosión, yo por un momento perdí el conocimiento pero después reaccioné, y me toqué la cara y dije Dios mío que pasó y me salía sangre de la cara, me miré las piernas y tenía destrozada la pierna izquierda, no escuchaba nada, me sentía adolorido todo el cuerpo por las esquierla (sic) que me cayeron en todo el cuerpo (…)”.


� “(…)revisados los archivos de la Unidad, se encontró que el día 30 de marzo de 2002 aproximadamente a las 2300 R, detonó un artefacto explosivo en la razón social “Mi Vecina” ubicada en la plaza central frente al parque Simón Bolívar de la ciudad de Puerto Carreño – Vichada, propiedad del señor HERNANDO MARTÍNEZ NOVOA identificado con la C.C.# 478.536 de Restrepo – Meta, persona quien resultó herido en los hechos, sufriendo además este establecimiento destrucción en su techo, puertas, ventanas y enseres varios”.


� El declarante conocía de la infancia al demandante Hernando Martínez Novoa: “(…) yo personalmente me enteré en las primeras horas de la mañana del día siguiente y vine al lugar y constaté que todo había quedado totalmente destruido, se veían pedacitos de las sillas en el parque o encima de los árboles y el sitio totalmente hecho un escombro”.


� La declarante se encontraba presente en el lugar de los hechos: “(…) llegamos a bailar con unas amigas, como a las 10:00 de la noche, estábamos sentadas, cuando explotó algo, caímos al suelo de ahí nos recogieron y nos llevaron al Hospital (…). El inmueble antes de la explosión era la mejor discoteca del pueblo, esa vez era la que daba mate, muy elegante, buenos servicios agua y luz, las paredes muy bien pintadas, y quedó totalmente destruido, las paredes, el piso y hasta el techo salió volando (…). Para mi concepto eran muy buenos muebles, las mesas, las sillas, los equipos de sonido, las luces todo estaba muy elegante, muy buen servicio, repito era la mejor discoteca del momento, después de la explosión todo se destruyó no quedó nada”.


� El señor Jaramillo Cruz se encontraba presente en el momento de los hechos: “(…) en la discoteca la Vecina, estábamos con la familia, estaba mi cuñado, mi mamá, en total habíamos como 12 o 13 en ese lugar, cuando sucedió la explosión (…). Era una discoteca lujosa, buena, la mejor de ese momento en el pueblo, bien terminada y todo, bien equipada de equipos, sillas, mesas, quipo (sic) de video, varias luces; todo quedó destruido totalmente, no quedó nada en pie, yo estaba bailando con una prima cuando el estruendo, yo miré hacia arriba y miré las estrellas, cuando reaccioné todo estaba destruido, no quedó ni siquiera una silla, las teja[s] de zinc quedaron encima de los palos de mango en el parque a unos 50 metros, eso no quedó nada, de vainas nosotros sobrevivimos (…). Hubieron dos soldados muertos que eran de la Armada, heridos habíamos artos (sic) en la discoteca, en todo caso los más afectados fueron los militares, porque nosotros estábamos lejos de la mesa de ellos, por eso sería que nosotros no salimos tan perjudicados, heridos salimos como treinta, no podría precisar exactamente cuántos fueron los afectados”.


� La ya referida deponente, al respecto manifestó lo siguiente: “Me consta que HERNANDO quedó muy mal de los oídos especialmente y aún se encuentra perjudicado por no haber podido recuperar en su totalidad su sentido”.


� La declarante conoce a los ahora demandantes, por haber estudiado en su infancia con la señora Fabriciana. Al respecto manifestó: “(…) el parentesco que existe es esposos como marido y mujer”.


� El declarante fue compañero del colegio del señor Hernando. Sobre el particular manifestó que los ahora actores convivían.


� “(…) los conozco desde el año 1985 por que (sic) uno aquí en Carreño cuando HERNANDO trabajaba en la inspección del trabajo y FABRICIANA en la Secretaría de Salud, ellos son marido y mujer”.


� En el sistema interamericano de protección de derechos humanos también se ha admitido la posibilidad de imputar responsabilidad al Estado por violaciones de derechos humanos cometidos por agentes no estatales. En estos casos, el fundamento de la obligación de reparar se sustenta en el incumplimiento de las obligaciones de protección y garantía consignadas en el artículo 1.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos. Sobre el particular, pueden consultarse, entre otras, las siguientes sentencias: caso de la masacre de Pueblo Bello vs. Colombia, sentencia de 31 de enero de 2006, párr. 123; caso de la masacre de Mapiripán vs. Colombia, sentencia de 15 de septiembre de 2005, pár. 111. 


� En este sentido, véase la sentencia el 11 de julio de 1996, exp. 10.822, C.P. Daniel Suárez Hernández, mediante la cual la Sección Tercera del Consejo de Estado declaró la responsabilidad patrimonial del Estado por la muerte del comandante de guardia de la cárcel del municipio de Cañasgordas (Antioquia) durante un ataque armado perpetrado por presuntos guerrilleros, aprovechando las deficientes condiciones de seguridad que presentaba el establecimiento carcelario. 


� Este fue el título de imputación a partir del cual la Sección Tercera del Consejo de Estado declaró la responsabilidad patrimonial del Estado por los daños causados a las víctimas de la toma del Palacio de Justicia.  Al respecto, véanse, entre otras, las sentencias del 16 de febrero de 1995, exp. 9040, C.P. Juan de Dios Montes; del 27 de junio de 1995, exp. 9266, C.P. Juan de Dios Montes; .del 3 de abril de 1995, exp. 9459, C.P. Juan de Dios Montes; y del 29 de marzo de 1996, exp. 10.920, C.P. Jesús María Carrillo.


� La providencia del 12 de noviembre de 1993, exp. 8233, C.P. Daniel Suárez Hernández, responsabiliza al Estado por los daños causados con la destrucción de un bus de transporte público por parte de la guerrilla del ELN, en protesta por el alza del servicio de transporte entre los municipios de Bucaramanga y Piedecuesta (Santander).  A juicio de la Sala, el daño es imputable a título de falla del servicio porque, aunque la empresa transportadora no solicitó protección a las autoridades, éstas tenían conocimiento que en esa región “el alza del transporte genera reacciones violentas de parte de subversivos en contra de los vehículos con los cuales se presta ese servicio público”.


� Esta fue la postura asumida por la Sección Tercera del Consejo de Estado al resolver la acción de reparación directa originada en la toma guerrillera a la base militar de Las Delicias en el departamento de Putumayo. Sentencia de 25 de mayo de 2011, exp. 15838, 18075, 25212 (acumulados). C.P. Jaime Orlando Santofimio.  En este caso la responsabilidad que se imputa al Estado “es por el resultado en atención  a que i) no hubo o no se emplearon suficientes instrumentos de prevención (frente a lo que los altos mandos militares reflejan su omisión y desatención); ii) la calidad de la respuesta que se tuvo para defender a los miembros de la fuerza militar (…) fue limitada, tardía, insuficiente y propia de la falta absoluta de planeación y coordinación que exige la estrategia y desarrollo militar (pese a que nuestra fuerza militar tiene instituciones y forma a sus cuadros en escuelas militares de las mejores en el mundo), y; iii) a que el apoyo o reacción del Estado fue tardío, insuficiente y drásticamente limitado, lo que llevó a dejar sin alternativa alguna a los ciudadanos soldados, que produjo la muerte de uno de ellos y las lesiones de los otros dos. Por lo tanto, se sustenta dicha atribución, en su conjunto, en la falta absoluta de la “debida diligencia” que debía aplicar el Estado en el caso concreto de la toma de la Base Militar de Las Delicias por parte de un grupo armado insurgente”. 


� Mediante la sentencia del 30 de julio de 1992, exp. 6828, C.P. Julio César Uribe, la Sección Tercera del Consejo de Estado declaró la responsabilidad patrimonial del Estado por los daños materiales causados a un habitante de Bucaramanga por la explosión de un carro cargado con explosivos que iba dirigido contra el Comando de la Segunda División del Ejército con sede en esa ciudad.  Similar decisión adoptó el 5 de julio de 1991, exp. 1082, C.P. Daniel Suárez Hernández, al resolver la acción de reparación directa presentada por los afectados por el ataque armado perpetrado por guerrilleros del M-19 contra la estación de policía del municipio de Herrera -Tolima-. 


� No obstante, cabe señalar que, en estas primeras decisiones, el Consejo de Estado no fue muy coherente al determinar el régimen de responsabilidad aplicable, pues invocó simultáneamente el daño especial y el riesgo excepcional. Por ejemplo, en la citada sentencia de 30 de julio de 1992, sostuvo lo siguiente: “Valorada la anterior realidad fáctica, el ad quem encuentra que la administración tiene el deber jurídico de indemnizar los perjuicios causados por el movimiento subversivo que llevó a cabo el atentado, con apoyo en la teoría del DAÑO ESPECIAL. Con esto se quiere significar que el comportamiento de la fuerza pública fue, desde todo punto de vista, lícito, pero el DAÑO resulta anormal y excepcional, en relación con los que deben soportar los demás integrantes de la comunidad. El demandante es pues un damnificado más de los muchos que hay hoy en Colombia, que de la noche a la mañana ve disminuido su patrimonio como consecuencia del enfrentamiento que las fuerza del orden realizan para combatir a las del desorden, resultando equitativo que ese desequilibrio económico sea soportado por todos los colombianos y no por uno solo de ellos. En el caso sub-exámine no interesa determinar quién atacó primero a quién. El atentado iba dirigido contra el Ejército como ya se destacó en otro aparte de esta providencia, y todo indica que fue reivindicado por el Ejército de Liberación Nacional (…). La teoría del DAÑO ESPECIAL se torna más de recibo, para manejar el caso en comento, habida consideración de que el Ejército Nacional hacia el año de 1.983 decidió organizar sus instalaciones en un sector residencial de la ciudad colocando así a los habitantes del mismo, en especiales circunstancias de riesgo pues nadie osaría negar que, dada la situación de orden público que hoy registra el país, las instalaciones militares son centros apetecidos por la guerrilla para hacer sus confrontaciones de guerra” (negrillas no originales).


� Sin embargo, es importante señalar que la jurisprudencia en este punto ha sido vacilante, como se expondrá más adelante. Ver infra párr. 29 y ss. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 10 de agosto de 2000, exp. 11.585, C.P. Alier Eduardo Hernández. 


� En las sentencias de 6 de octubre de 2005, exp. AG-00948, C.P. Ruth Stella Correa; de 4 de diciembre de 2006, exp. 15.571, C.P. Mauricio Fajardo; y de 5 de diciembre de 2006, exp. 28.459, C.P. Ruth Stella Correa, la Sección Tercera del Consejo de Estado declaró la responsabilidad extracontractual del Estado por los daños causados a los habitantes de distintos municipios del país durante enfrentamientos armados entre la guerrilla y las fuerzas armadas, suscitados en respuesta al ataque de los insurgentes contra cuarteles militares o estaciones de policía. De otra parte, en la sentencia de 28 de junio de 2006, exp. 16.630, C.P. Ruth Stella Correa, el Estado fue condenado a reparar los daños causados por la explosión de un artefacto dirigido contra el Comando de Policía de Bello (Antioquia), sin que se hubiera generado un enfrentamiento armado entre las fuerzas del orden y los responsables del ataque.  Idéntica decisión se adoptó por el Consejo de Estado mediante la sentencia del 19 de abril de 2001, exp. 12.178, C.P. María Helena Giraldo, al resolver la acción de reparación directa por las víctimas de una bomba activada por la guerrilla de las FARC en una estación de gasolina en momentos en que los vehículos de la policía realizaban el tanqueo diario. 


�  No obstante, cabe señalar que esta postura no ha sido asumida de forma unánime por la Corporación. En efecto, en el salvamento de voto a la sentencia de 28 de junio de 2006, exp. 16.630, el Consejero de Estado Mauricio Fajardo Gómez señaló que es equivocado afirmar que la simple presencia de una estación de policía en medio de la comunidad genera un riesgo de naturaleza excepcional pues, es justamente, dicha presencia “la que surte el efecto disuasivo en la delincuencia y se traduce en mejores condiciones de seguridad”. Lo contrario conduce a una enorme paradoja pues “no se ve entonces cómo podría la institución modificar su conducta para no ser condenada, pues si no hace presencia y deja de cumplir sus funciones incurre en omisión, pero si las cumple y para ello se hace presente de modo permanente, entonces es responsable por haber creado un riesgo de naturaleza excepcional por el sólo hecho de acantonarse”.  Posteriormente, el Consejero de Estado Ramiro Saavedra, en el salvamento de voto a la sentencia de 4 de diciembre de 2006, exp. 15.571, manifestó que no puede afirmarse que “la sola existencia de una instalación militar o de policía o, el ejercicio del deber de defensa de la comunidad,  se convierta por sí mismo en un riesgo para la población en general, pues de aceptarse un razonamiento tal, se tendría que llegar a la paradoja de que la Fuerza Pública es al mismo tiempo un elemento de auxilio y de peligro de la ciudadanía, lo que generaría inestabilidad jurídica que atentaría contra los fines esenciales del Estado Social de Derecho consagrados en la Constitución Política, pues en ella la connotación que se le dio a la Fuerza Publica no fue otra que la de autoridad de protección”.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 10 de agosto de 2000, exp. 11.585, C.P. Alier Eduardo Hernández. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 6 de junio de 2007, exp. 16.640, C.P. Ruth Stella Correa; sentencia del 21 de junio de 2007, exp. 25.627, C.P. Alier Eduardo Hernández.


� Esta situación ha sido puesta de presente por la doctrina. Véase al respecto Enrique Gil Botero, Responsabilidad extracontractual del Estado, editorial Temis, 5ª edición, Bogotá, 2011, pp. 279–311; también Alier Eduardo Hernández, Responsabilidad extracontractual del Estado, ediciones Nueva Jurídica, Bogotá, 2007, pp. 549–583.


� “En lo que se refiere al derecho de daños, como se dijo previamente, se observa que el modelo de responsabilidad estatal establecido en la Constitución de 1991 no privilegió ningún régimen en particular, sino que dejó en manos del juez la labor de definir, frente a cada caso concreto, la construcción de una motivación que consulte razones, tanto fácticas como jurídicas, que den sustento a la decisión que habrá de adoptar.  Por ello, la jurisdicción contenciosa ha dado cabida a diversos “títulos de imputación” como una manera práctica de justificar y encuadrar la solución de los casos puestos a su consideración, desde una perspectiva constitucional y legal, sin que ello signifique que pueda entenderse que exista un mandato constitucional que imponga al juez la obligación de utilizar frente a determinadas situaciones fácticas un determinado y exclusivo título de imputación. En consecuencia, el uso de tales títulos por parte del juez debe hallarse en consonancia con la realidad probatoria que se le ponga de presente en cada evento, de manera que la solución obtenida consulte realmente los principios constitucionales que rigen la materia de la responsabilidad extracontractual del Estado, tal y como se explicó previamente en esta sentencia”. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 19 de abril de 2012, exp. 21515, C.P. Hernán Andrade Rincón, reiterada en la sentencia de 23 de agosto de 2012, exp. 23219, C.P. Hernán Andrade Rincón. Ambas sentencias declararon la responsabilidad extracontractual de la Nación-Ministerio de Defensa, Policía Nacional por los daños causados a inmuebles de propiedad de particulares durante el ataque perpetrado por la guerrilla de las FARC a la estación de policía del municipio de Silvia (Cauca) el 19 de mayo de 1999.


� La decisión de atribuir responsabilidad al Estado con fundamento en el título de daño especial, motivó que el suscrito magistrado presentara aclaración de voto a las sentencias de 19 de abril y de 23 de agosto de 2012 con fundamento en argumentos similares a los que se recogen en la presente providencia. 


� “La Corte reconoce que el Estado ha adoptado determinadas medidas legislativas para prohibir, prevenir y castigar las actividades de los grupos de autodefensa o paramilitares (supra párr. 125.3 a 125.22).  Sin embargo, esas medidas no se vieron traducidas en la desactivación concreta y efectiva del riesgo que el propio Estado había contribuido a crear. Con la interpretación que durante años se le dio al marco legal, el Estado propició la creación de grupos de autodefensas con fines específicos, pero éstos se desbordaron y empezaron a actuar al margen de la ley.  De este modo, al haber propiciado la creación de estos grupos el Estado creó objetivamente una situación de riesgo para sus habitantes y no adoptó todas las medidas necesarias ni suficientes para evitar que éstos puedan seguir cometiendo hechos como los del presente caso.  La declaratoria de ilegalidad de éstos debía traducirse en la adopción de medidas suficientes y efectivas para evitar las consecuencias del riesgo creado. Esta situación de riesgo, mientras subsista, acentúa los deberes especiales de prevención y protección a cargo del Estado en las zonas en que exista presencia de grupos paramilitares, así como la obligación de investigar con toda diligencia actos u omisiones de agentes estatales y de particulares que atenten contra la población civil. // La falta de efectividad en la desarticulación de las estructuras paramilitares surge además de las motivaciones y características de la legislación adoptada a partir de 1989 (supra párr. 125.4 a 125.22), así como también del análisis de la intensidad cuantitativa y cualitativa de violaciones de derechos humanos cometidas por paramilitares en la época de los hechos y en años subsiguientes, actuando por sí mismos o con la aquiescencia o colaboración de agentes estatales. // La Corte considera que es dentro del contexto descrito en que sucedieron los hechos del caso, que debe determinarse la observancia por parte del Estado de sus obligaciones convencionales de respeto y garantía de los derechos de las víctimas”. Sentencia de 1 de julio de 2006, caso de las masacres de Ituango vs. Colombia, párr. 126 a 138. También ver la sentencia de 20 de noviembre de 2013, caso de las Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica (Operación Génesis) vs. Colombia, párr. 248 a 252. En similar sentido, el Consejo de Estado ha considerado que hay lugar a declarar la responsabilidad patrimonial del Estado por la inobservancia del deber positivo de protección que le es exigible con mayor rigor en situaciones de conflicto armado, y que demanda la aplicación de medidas de precaución (anticipación del riesgo) y de prevención para proteger y preservar los derechos fundamentales no sólo de las personas civiles, sino también de quienes participan en las hostilidades. 


� La imputación por riesgo-peligro procede en aquellos casos en los que la Administración interviene en  la ocurrencia del daño, pero no por haber fallado en el cumplimiento de sus obligaciones, sino por haber creado consciente y lícitamente un riesgo a partir de la utilización de un objeto (por ejemplo: armas, vehículos), una sustancia (por ejemplo: combustibles, químicos) o una instalación (por ejemplo: redes de energía eléctrica) que resulta en sí misma peligrosa, pero que es útil o necesaria para el cumplimiento de los fines del Estado o para satisfacer demandas colectivas de bienes y servicios.


� Se incluye dentro de la categoría de riesgo-beneficio aquella actividad que, aunque no entrañe verdadera peligrosidad, “conlleva la asunción de las consecuencias desfavorables que su ejercicio pueda producir, por parte de la persona que de dicha actividad se beneficia”. En este caso, el fundamento de la responsabilidad recae, no ya en el peligro creado por el Estado, sino en el provecho que éste o la comunidad reciben como consecuencia del ejercicio de la actividad riesgosa correspondiente.  Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 26 de marzo de 2008, exp. 16530, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� Es el riesgo que descansa en la probabilidad estadística de la ocurrencia de un daño, derivado de la ejecución de ciertas actividades o el desarrollo de algunos procedimientos, “quizás con la ineludible mediación del azar o de otro tipo de factores imprevisibles (…). En la jurisprudencia francesa se ha reconocido la responsabilidad del Estado en esta suerte de casos cuando se emplean, por parte de la Administración, métodos científicos cuyas consecuencias dañosas aún no son del todo conocidas o cuando, a pesar de ser conocidas, resultan de muy excepcional ocurrencia, en definitiva, cuando se está en presencia del denominado ‘riesgo estadístico’”.  Ibídem. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 9 de junio de 2010, exp. 18.536, C.P. Ruth Stella Correa. 


� De conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 Convenio I de Ginebra para aliviar la suerte que corren los heridos y los enfermos de las fuerzas armadas en campaña, 1949 -el cual debe interpretarse de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3 común a los Protocolos de Ginebra-, pueden considerarse combatientes -y por ende protegidos por dicho instrumento internacional-, entre otros, los siguientes: “(…) 1) los miembros de las fuerzas armadas de una Parte en conflicto, así como los miembros de las milicias y de los cuerpos de voluntarios que formen parte de estas fuerzas armadas; // (…) 5) los miembros de las tripulaciones, incluidos los patrones, los pilotos y los grumetes de la marina mercante, y las tripulaciones de la aviación civil de las Partes en conflicto que no se beneficien de un trato más favorable en virtud de otras disposiciones del derecho internacional; (…)”. Sobre el particular, la doctrina internacional ha señalado lo siguiente: “Los miembros de las fuerzas armadas de una Parte en conflicto son combatientes, con excepción del personal sanitario y religioso y del personal militar de la protección civil (Reglamento de La Haya, art. 1 y 3; P. I, art. 43, 67), y sólo los miembros de las fuerzas armadas son combatientes. // Los combatientes tienen derecho a participar directamente en las hostilidades (P. I, art. 43), es decir, a realizar actos de guerra que por su naturaleza o su finalidad están dirigidos directamente contra los combatientes o los otros objetivos militares de las fuerzas armadas adversas. (…) Las fuerzas armadas de una Parte en conflicto se componen de todas las fuerzas, grupos y unidades armados y organizados, colocados bajo un mando responsable de la conducta de sus subordinados ante esa Parte, aun cuando ésta esté representada por un Gobierno o por una autoridad no reconocidos por una Parte adversa. Tales fuerzas armadas deberán estar sometidas a un régimen de disciplina interna que haga cumplir, inter alia, las normas de derecho internacional aplicables en los conflictos armados (P. I, art. 43)”. 


� Según lo dispuesto en el artículo 52 del Protocolo I Adicional a los Convenios de Ginebra de 1949, los ataques se limitarán exclusivamente a los objetivos militares, los cuales comprenden “aquellos objetos que por su naturaleza, ubicación, finalidad o utilización contribuyan eficazmente a la acción militar o cuya destrucción total o parcial, captura o neutralización ofrezca en las circunstancias del caso una ventaja militar definida”.


� Si bien el artículo 218 de la Constitución Política define a la Policía Nacional como “un cuerpo permanente de naturaleza civil”, en Colombia se trata de un cuerpo armado que materialmente cumple funciones de contrainsurgencia y ello lo ubica dentro de la categoría de población combatiente. Al respecto, la jurisprudencia constitucional ha señalado que, aunque desde una perspectiva conceptual puede afirmarse la conveniencia y necesidad de mantener la naturaleza civil de la policía, en la práctica esta división conceptual encuentra limitaciones derivadas del aumento de la violencia social, entre otros factores perturbadores del desarrollo institucional. En efecto, “[e]stas circunstancias han determinado la existencia de una especie de ‘zona gris’ o ‘fronteriza’ en la cual se superponen los criterios de seguridad y defensa. Una parte de la doctrina sostiene que la ambigüedad propia de esta zona límite, es el resultado de la realidad social impuesta por los grupos armados que operan contra el Estado. El fenómeno de la militarización de la policía –esto es, la adopción de armas y actitudes propias de la táctica bélica–, según este punto de vista, corresponde a la adaptación que dicho cuerpo debe sufrir para cumplir sus objetivos en condiciones de perturbación del orden público. Es la gravedad de los delitos y de las amenazas lo que determina el papel defensivo y no meramente preventivo de la policía”. Corte Constitucional, sentencia C-453 de 1994, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz.  


� “(…) la Subversión instaló un A.E.O. de pequeña proporción utilizando para ello un tarro metálico y sistema de ignición eléctrica con temporizador (cronómetro) el cual fue programado su tiempo y dejado por un sujeto que ingresó al Establecimiento, se sentó en la silla que se encontraba más próxima a la columna principal contra la puerta de salida posiblemente tomó alguna bebida mientras acomodaba el artefacto debajo de la silla en la que estaba para evitar ser detectada, luego abandonó el lugar para ponerse a salvo. // El (ilegible) no estaba diseñado para causar lesiones ni pérdidas humanas teniendo en cuenta que si fuera para ese fin hubiera tenido en su interior metralla, material del cual carecía el artefacto. // Las personas que en ese acto terrorista perdieron la vida se debió a que se encontraban relativamente cerca (1 metro y medio aprox) del artefacto, falleciendo a causa de la onda mecánica” (f. 70, c. 3).


� Si bien podría pensarse que dicha circunstancia da pie para analizar el asunto desde la perspectiva de la falla de servicio, lo cierto es que el despacho no encuentra que la misma sea evidente, teniendo en cuenta que si bien se conocía de la posibilidad de que la subversión realizara un atentado terrorista en el municipio de Puerto Carreño, no está totalmente acreditado que las medidas adoptadas por las demandadas como consecuencia de dicha información hubieran sido insuficientes o inadecuadas para contenerlo. 


� “Específicamente estaba prohibido ir a un sitio de lenocinio ubicado en el sector del muelle y otros sitios de diversión como discotecas ubicados en sectores alejados” (f. 34, c. 2).


� Quien dentro del proceso penal adujo que, en efecto, su hermano, que pertenecía al grupo guerrillero de las Farc, le había dicho con anterioridad a la explosión que iba a realizar un atentado terrorista (f. 15-17, c. 3).


� Cabe advertir que los personeros municipales, de conformidad con lo señalado en el artículo 169 de la Ley 136 de 1994, les corresponde, precisamente, “(…) la guarda y promoción de los derechos humanos, la protección del interés público y la vigilancia de la conducta de quienes desempeñan funciones públicas”.


� Véanse también las declaraciones de Mary Disneyda Flórez Navarro (f. 3-4, 15-17, c. 3), Jhon Harold Cardona Londoño (f. 128-132, c. 3), Diego Armando Osorio Romero (f. 160-164, c. 3) y Alfredo Briceño Chipaje (f. 165-176, c. 3); así como las copias de los expedientes terroristas de los guerrilleros Tomás Medina Caracas, alias “Arturo Guevara” o “Negro Acasio” (f. 231-237, c. 3), y Yiovani Rincón Pérez, alias “Yiovani” (f. 238-243, c. 3).


� [3] “Semana. Com. Golpe maestro. La operación Gato Negro dejó al descubierto los vínculos entre las Farc y uno de los capos más importantes del narcotráfico internacional. Sección Orden Público. Fecha: 04/09/2001. Tomado de: � HYPERLINK "HTTP://72.35.86.196/WF_INFOARTICULO.ASPX?IDART=17578" �HTTP://72.35.86.196/WF_INFOARTICULO.ASPX?IDART=17578�. En: 10/10/2007”.


� [4] “ONU-Oficina contra las Drogas y el Delito, Gobierno de Colombia. Censo de cultivos de coca 2006. Junio de 2007. Pp. 31”.


� [5] “Op.Cit. Censo de Cultivos de Coca 2006”.


� Observatorio del Programa Presidencial de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, Vicepresidencia de la República, “Diagnóstico estadístico departamento de Vichada 2003-2008”, consultado vía internet: <http://historico.derechoshumanos.gov.co/Observatorio/DiagnosticoEstadisticoDepto/dd/2003-2007/vichada.pdf>.


� Véase también la declaración rendida por el suboficial segundo de I.M. Jorge Emilio Miranda Pinedo obrante en el párrafo 63 de la presente providencia.


� Ibídem.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 8 de marzo de 2007, exp. 16205, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� Consejo de Estado, Sala Plena de la Sección Tercera, sentencia de 27 de agosto de 2014, exp. 1999-00326 (31172), C.P. Olga Mélida Valle de De la Hoz.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 6 de septiembre de 2001, exp. 13232-15646, C.P. Alier Eduardo Hernández. En el mismo sentido, véase la sentencia de 8 de marzo de 2007, exp. 15459, C.P. Mauricio Fajardo Gómez. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “A”, sentencia del 16 de septiembre de 2013, exp. 29088, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “B”, sentencia de 26 de abril de 2012, exp. 18166. C.P. Danilo Rojas Betancourth. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 11 de noviembre de 2009, exp. 17119, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� “Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”. Con base en la norma referida, esta Corporación ha señalado: “La referida norma legal desarrolla el tradicional aforismo de acuerdo con el cual quien afirma un hecho debe probarlo: “incumbit probatio qui dicit non qui negat”. Ello se traduce, en los procesos que cursan ante el Juez de lo Contencioso Administrativo, en que quien pretende determinado efecto jurídico debe acreditar los supuestos de hecho de las normas en que se ampara, luego, en general, corresponde la carga de la prueba de los hechos que sustentan sus pretensiones, en principio, al demandante, al paso que concierne al demandado demostrar los sucesos fácticos en los cuales basa sus excepciones o su estrategia de defensa. Si aquél no cumple con su onus probandi, la consecuencia que habrá de asumir será la desestimación, en la sentencia, de su causa petendi; si es éste, en cambio, quien no satisface la exigencia probatoria en punto de los supuestos fácticos de las normas cuya aplicación conduciría a la estimación de sus excepciones o de los argumentos de su defensa, deberá asumir, consiguientemente, una fallo adverso a sus intereses”. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 4 de febrero de 2010, exp. 1995-05072 (17720), C.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� [49] “‘Este estado de cosas no sólo deja la sensación de desorden, sino que también crea desigualdades entre víctimas, cuyos intereses aparecen, en igual medida, dignos de protección; así pues, el problema de fondo es el de establecer los límites, que deben ser ‘límites razonables’, determinados sí, en términos jurídicos’ Cortés, Edgar Ob. Cit. pág. 57”. 


� [50] “‘En el histórico fallo 184 de 1986 la Corte Constitucional italiana afirmó que el criterio de liquidación que debe adoptarse para el resarcimiento del daño biológico ‘debe, de un lado, responder a una uniformidad pecuniaria de base (el mismo tipo de lesión no puede valorarse de manera diferente para cada sujeto) y, de otro, debe ser suficientemente elástico y flexible para adecuar la liquidación del caso concreto a la incidencia efectiva de la lesión sobre las actividades de la vida cotidiana, por medio de las cuales se manifiesta concretamente la eficiencia sicofísica del sujeto perjudicad’’ Rozo Sordini, Paolo ‘El daño biológico’, edit. Universidad Externado de Colombia, Bogotá, pág. 209 y 210”. 


� [51] “‘Se está en presencia de un nuevo sistema clasificatorio del daño que acepta la existencia de tres modalidades del mismo: los patrimoniales, los morales y el biológico. Diferenciándose el biológico en cuanto al moral en la medida en que el primero es la lesión en sí misma considerada, y otra diferente, son los sufrimientos, el dolor y los afectos que de dicha lesión se pueden derivar, lo que constituiría el efecto o daño moral; sin embargo, ambos hacen parte del daño no patrimonial, esto es, no susceptible de contenido económico’ Gil Botero, Enrique ‘Daño Corporal – Daño Biológico – Daño a la vida de relación’, pág. 10”. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 14 de septiembre de 2011, exp. 1994-00020 (19031), C.P. Enrique Gil Botero.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 28 de agosto de 2014, exp. 1997-01172 (31170), C.P. Enrique Gil Botero.


� [458] “Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de unificación del 27 de agosto de 2014, exp. 31172, M.P. Olga Mélida Valle de De la Hoz”.


� Consejo de Estado, Sala Plena de la Sección Tercera, sentencia del 28 de agosto de 2014, exp. 28804, C.P. Stella Conto Díaz del Castillo.


� Consejo de Estado, Sala Plena de la Sección Tercera, sentencia de 28 de agosto de 2014, exp. 28832, C.P. Danilo Rojas Betancourth.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “B”, sentencia de 21 de marzo de 2012, exp. 2000-00177 (23778), C.P. Ruth Stella Correa.


� “SARDINELES. En cemento esmaltado. // CUBIERTA: La cubierta total del local comercial y apartamento de vivienda en cerchas de hierro y tejas de zinc sostenida por viga de amarre en contorno y 13 columnas de concreto internas en el local. // LOCAL: En su interior constaba de bar, pista de baile, con servicio sanitario: dos para dama y dos para caballero, con capacidad para 32 mesas en madera de 60x60 t 128 mesas, 100 taburetes y decoración que anexo hoja relacionada con todos los artículos y que fueron totalmente destruidas por el impacto de la explosión. // APARTAMENTO: Constaba de una puerta de madera entrada por la parte del bar del respectivo negocio, una sala comedor, alcoba principal con baño privado y alcoba segunda, cocina, tanque lavadero en cemento y baldoso, patio cubierto para ropas que se independizaban del local comercial y sala comedor separada por una reja en madera según descripción del plano. // CIELO RASOS: Local en madera machimbre en nogal lacado. // APARTAMENTO: En madeflex decorado y lacado. // PUERTAS: Las piezas y sala comedor consta[n] de 6 puertas en madera de cedro (3) torneados pintadas y que fueron totalmente destruidas. // VENTANAS: De las habitaciones, sala comedor y patio, son en total 8 en madera y vidrio. // CLOSET: En la alcoba principal un chifonier en madera. // PISOS: Esmaltados en cemento y mineral alemán. // CALZADA: En cemento esmaltado. // COCINA: Enchapada en baldosa con mesón, lavaplatos, todo enchapado. // PATIO: Cubierto en lámina transparente, piso en cemento esmaltado, paredes pañetadas y pintadas” (f. 279-280, c. 1).


� Cabe señalar que dicha relación no es más que una lista actualizada de los ítems de los que consta el detalle del suministro de dotación del contrato celebrado el 29 de octubre de 2002 entre el señor Pedro José Contreras Hernández y el demandante Hernando Martínez Novoa.


� “La liquidación de las condenas que se resuelvan mediante sentencia de la jurisdicción en lo contencioso administrativo deberá efectuarse en todos los casos, mediante sumas líquidas de moneda de curso legal en Colombia y cualquier ajuste de dichas condenas sólo podrá determinarse como base el índice de precios al consumidor”.


� Sección Tercera, sentencias de 25 de febrero de 1999, exp. 14.655 y de 12 de septiembre de 2002, exp. 13.395, C.P. Ricardo Hoyos Duque; 11 de mayo de 2006, exp. 14.694. C.P. Ramiro Saavedra Becerra y Subsección B, sentencia de 21 de marzo de 2012, exp. 21473, C.P. Ruth Stella Correa Palacio. Esta posición se ha fundado en el siguiente criterio: “En relación con el daño sufrido por la pérdida o deterioro de las cosas materiales, se considera que la víctima debe desarrollar una actividad tendente a limitar en el tiempo dicho perjuicio. Cuando no se conoce con certeza su duración, ese límite debe ser apreciado y determinado en cada caso concreto por el fallador, ya que “la lógica del juez colombiano en este aspecto es la de impedir que la víctima se quede impasible ante su daño. Se parte, pues, de un principio sano en el sentido de que no se avala la tragedia eterna y, por el contrario, se advierte a la víctima que su deber es reaccionar frente al hecho dañino y sobreponerse….Llegar, en efecto, a la posibilidad de que las consecuencias de la situación dañina se extiendan indefinidamente sería patrocinar la lógica de la desesperanza, de la tragedia eterna y de un aprovechamiento indebido”, Juan Carlos Henao Pérez, El Daño, Universidad Externado de Colombia, Santafé de Bogotá, 1998, págs. 156-157.  





